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INFORME JURÍDICO 

INFORME JURÍDICO: PROYECTO DE LEY 
“REFORMA DE LOS ARTÍCULOS 4, 6, 7, 23, 27 Y 33 Y ADICIÓN DE LOS 

ARTÍCULOS 18 BIS, 19 TER Y 48 BIS, A LA LEY DE OBTENCIONES 
VEGETALES N°8631 DEL 06 DE MARZO DE 2008” 

 
EXPEDIENTE Nº22843 

A.- RESUMEN DEL PROYECTO  
 
El proyecto de ley tiene como objetivo reformar la Ley de Obtenciones Vegetales1, 
tanto para modificar, como para adicionar varios artículos, con el “propósito de 
mejorar la participación ciudadana de las comunidades locales y los pueblos 
indígenas, buscando asegurar sus derechos sobre las obtenciones vegetales y, 
también se pretende el establecimiento de sanciones por la comercialización ilegal 
derivada del acceso indebido a los elementos de la biodiversidad o a la biopiratería2”  
 
El cuerpo del proyecto de ley está compuesto por dos artículos. El primero pretende  
reformar los artículos 4, 6, 7, 23, 27 y 33 de la Ley de Obtenciones Vegetales; y el 
segundo, adicionar los artículos 18 bis, 19 ter y un artículo 48 bis a esa misma Ley. 

 
B.-   ANTECEDENTES 
 
En la corriente legislativa se han presentado varias iniciativas relacionadas con la 
protección de obtención de vegetales3.  Los cuales refieren a: 
 
1. El expediente legislativo Nº16590. Aprobación del Convenio Internacional para 

la protección de las obtenciones vegetales 
Fecha de iniciado: 22 de marzo de 2007 
Fecha de publicación el 25 de abril de 2007en el Diario La Gaceta N°79 
Iniciativa: Poder Ejecutivo4 
Dispensado de todo trámite 11 de octubre de 2007.5 

                                            
1 Ley N°8631 del 06 de marzo de 2008. 
2 Exposición de motivos del proyecto de ley 
3 La información es desplegada por el SIL, mediante la búsqueda con la palabra “vegetales”. 
4 “Este Convenio representa el marco competente para desarrollar una legislación que garantice a 
los obtentores vegetales, sean estos nacionales o extranjeros, aquellos derechos que le son 
conferidos en su calidad de investigador, y que harán despertar en el país las capacidades de 
investigación en el descubrimiento de nuevas variedades vegetales. Se suman a esta puerta de 
oportunidades, aquellas relacionadas con un mayor rendimiento productivo, mejores estándares de 
calidad vegetales, garantía de disponibilidad de alimentos y mayores ganancias para los 
agricultores.” Según lo expresado en el dictamen de la Comisión Especial N°16837, entre otros 

aspectos. 
5 Sobre el fondo del Convenio, la Sala Constitucional señaló: “V.- Observaciones en cuanto al 
contenido del proyecto. El proyecto de ley de “Aprobación del Convenio Internacional para la 
Protección de Obtenciones Vegetales”, que se tramita en el expediente legislativo número 16.590, 
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Vencimiento Cuatrienal: 22 de marzo de 2011 
Vencimiento Ordinario: 8 de noviembre de 2007 
 Originó la Ley N°86356  

 
2. El expediente legislativo Nº16327. Ley de protección a las obtenciones vegetales 

                                            
es un instrumento internacional suscrito en Ginebra, Confederación Suiza, el 2 de diciembre de 1961, 
revisado en Ginebra el 10 de noviembre de 1972, el 23 de octubre de 1978 y el 19 de marzo de 1991 
Acta de la UPOV (Unión Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales), que es una 
organización gubernamental creada por el Convenio Internacional para la Protección de las 
Obtenciones Vegetales. Este proyecto pretende que los Estados miembros concedan derechos de 
obtentor vegetal y los protejan. Ello en virtud que la propiedad intelectual ha adquirido relevancia a 
partir del Acuerdo sobre los aspectos de la propiedad intelectual relacionados con el comercio 
(ADPIC), del que nuestro país tiene obligación de proteger esos derechos (art. 27.3b). En este 
acuerdo se dispone que los miembros otorgarán protección a todas las obtenciones vegetales 
mediante patentes, conforme a un sistema sui generis o mediante una combinación de ambos. Se 
pretende la protección a los derechos sobre nuevas variedades vegetales que representen un 
incentivo para el investigador o, en su caso, para el inversionista, con el fin que obtengan certeza de 
sus derechos patrimoniales y que sean reconocidos en la comercialización de su invención. En ese 
sentido, según lo ha manifestado este Tribunal en la sentencia 2007-09469, la protección a la 
propiedad intelectual tiene raigambre constitucional en el artículo 47, de tal forma que proteger o 
patentar un “determinado producto, no resulta violatorio del Derecho de la Constitución” y es una 
atribución de la Asamblea Legislativa promover el progreso de las ciencias y de las artes y de 
asegurar, por tiempo limitado, a los autores e inventores, la propiedad de sus obras e invenciones 
(art. 121. inc. 18). Cabe agregar que el Convenio dispone que ninguna parte contratante podrá limitar 
el libre ejercicio de un derecho de obtentor, salvo por razones de interés publico (Art. 17), lo que es 
conteste con nuestra doctrina de que la protección de la propiedad intelectual no es un derecho 
absoluto, pues encuentra límites conforme al interés público, como la salud y la vida (sentencia No. 
2008-02521 de las 8:31 horas del 22 de febrero de 2008). Aunado a ello, en el Capítulo Quince del 
Tratado de Libre Comercio República Dominicana, Centroamérica y Estados Unidos de América 
vigente, que regula los derechos de Propiedad Intelectual, artículo 15.1.5, (Aprobado por 
Referéndum), se establece: (…) 
 Cada Parte ratificará o accederá al Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones 

Vegetales (1991) (Convenio UPOV 1991) (nota 1: Las Partes reconocen que el Convenio UPOV 
1991 contiene excepciones a los derechos del obtentor, incluyendo los actos realizados en el 
marco privado y con fines no comerciales, como por ejemplo actos privados y no comerciales de 
los agricultores. Además, las Partes reconocen que el Convenio UPOV 1991 establece 
restricciones al ejercicio de los derechos del obtentor por razones de interés público, siempre que 
las Partes tomen todas las medidas necesarias para asegurar que el obtentor reciba una 
remuneración equitativa. Las partes también entienden que cada Parte puede valerse de estas 
excepciones y restricciones. Finalmente, las Partes entienden que no existe ninguna 
contradicción entre el Convenio UPOV 1991 y la capacidad de una Parte de proteger y conservar 
sus recursos genéticos.) 

 El subpárrafo (a) no aplicará a cualquier Parte que otorgue protección efectiva mediante patentes 
a las plantas a la fecha de entrada en vigor de este Tratado. Dichas Partes realizarán todos los 
esfuerzos razonables para ratificar o acceder al Convenio UPOV 1991. 

Por lo expuesto, se trata de un instrumento del Derecho Internacional Público que no contraviene los 
valores y principios constitucionales básicos del Derecho de la Constitución, de tal forma que el 
proyecto de “Aprobación del Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones 
Vegetales” resulta sustancialmente conforme con el parámetro de constitucionalidad.” Sala 
Constitucional. Voto N° 4570 – 2008 de las 15:00 horas del 26 de marzo de 2008.  
6 Aprobación del Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales, del 21 de 
abril de 2008. 
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Fecha de iniciado: 10 de agosto de 2006 
Fecha de publicación el 25 de agosto de 2006 en el Diario La Gaceta N°163  
Iniciativa: Poder Ejecutivo  
Tramitado en la Comisión Permanente Ordinaria de Asuntos Agropecuarios7 
Vencimiento Cuatrienal: 10 de agosto de 2010 
Ley N°86318  
 

3. El expediente legislativo Nº13756. Convenio Internacional para la protección de 
las obtenciones vegetales 
Fecha de iniciado:28 de setiembre de 1999 
Fecha de publicación el 10 de noviembre de 1999 en el Diario La Gaceta N°218 
Iniciativa: Poder Ejecutivo. 
Tramitado en la Comisión Permanente Especial Ordinaria de Asuntos Internacionales9 
Vencimiento Ordinario: 9 de abril de 2003 
Archivado el 23 de julio de 2010 por vencimiento del plazo. 

  
4. El expediente legislativo Nº13640. Ley de protección a obtenciones vegetales 

Fecha de iniciado: 28 de junio de 1999 
Fecha de publicación el 10 de agosto de 1999 en el Diario La Gaceta N°154 

                                            
7 Según lo descrito en el dictamen de afirmativo de mayoría: “(…) los beneficios del presente proyecto 
de ley son: 

a) Favorece la sostenibilidad de programas estatales de investigación en mejoramiento genético. 
b) Mayor inversión privada en investigación y desarrollo de nuevas variedades. 
c) Introducción de variedades protegidas que de no existir protección no se podrían accesar 
d) Estímulo a la industria nacional de semillas para insertarse en el mercado internacional. 
e) Evita competencia desleal en la comercialización de semillas. 
f) Permitirá contar con una mayor oferta de variedades. 
g) Reconocimiento internacional con una legislación compatible con la de la mayoría de los 

países: principio de reciprocidad.” 
8 Ley de protección a las obtenciones vegetales de 6 de marzo de 2008. 
9 En el Dictamen Afirmativo de Mayoría el 2 de julio de 2002, se consideró: 

“Algunos países han considerado brindar esa protección mediante el reconocimiento y 
protección de los derechos de los obtentores, el cual se otorga en el marco del Convenio de la 
Unión Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales (UPOV) con su más 
reciente accionar. 
Nuestro país ha obtenido un reconocimiento mundial por el uso sostenible de los recursos 
naturales y con la aprobación de este instrumento jurídico internacional, se estaría registrando 
y protegiendo a los obtentores de nuevas variedades vegetales, en el sentido de que se debe 
contar con la autorización de éstos para cualquier tipo de uso, reproducción con fines lucrativos 
o comercialización de las nuevas variedades vegetales. 
El desarrollo biotecnológico representa, además de un enorme esfuerzo intelectual, una alta 
inversión, lo que exige necesariamente la protección a los derechos sobre nuevas variedades 
vegetales; por ello, la aprobación de este proyecto constituye un incentivo para el investigador y 
el inversionista, pues de ésta se derivará la certeza de que sus derechos patrimoniales y morales 
serán reconocidos en la comercialización de su invención.  
Por otra parte, el reconocimiento de los derechos y la protección a los obtentores vegetales, 
fomentará la investigación e incentivará el desarrollo y la inversión en nuevas tecnologías y 

contribuirá a la uniformidad y a la promoción nacional e internacional de nuevas variedades.” 
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Iniciativa: Belisario Solano Solano y Frantz Alberto Acosta Polonio10 
Archivado el 7 de agosto de 2006. 

 

5.- El expediente legislativo N° 21.550. Protocolo de Nagoya sobre acceso a los 
recursos genéticos y participación justa y equitativa en los beneficios que se deriven 
de su utilización al Convenio sobre la Diversidad Biológica. 
 
Iniciado el 9 de agosto de 2020 
Dictaminado el 25 de febrero 2021 
Aprobado en Primer Debate 17 de enero de 2023 
Consulta preceptiva a la Sala Constitucional 24 de enero 2023 
A la fecha de este informe, la Sala Constitucional no ha evacuado la consulta. 

 

Como se observa, se han tramitado diversas iniciativas legislativas, con el fin de 
incorporar en nuestro ordenamiento jurídico la regulación sobre la protección de las 
obtenciones vegetales, aspecto que logró la aprobación de legislación tanto en el 
ámbito nacional como de ámbito internacional.  
 
 

                                            
10 De acuerdo con el resumen del proyecto de ley, por parte del Informe Jurídico del Departamento 
de Servicios Técnicos: 

“El proyecto tiene como finalidad reconocer y proteger los derechos del obtentor o sus 
causahabientes de una variedad vegetal nueva, amparado por un título de protección vegetal. 
Se pretende proteger todos los géneros y especies vegetales, incluidas las plantas vasculares, 
hongos y las algas, siempre que sean variedades nuevas, distintas, homogéneas, estables y que 
hayan recibido una denominación. 
De esa manera, se necesitará la autorización del titular respecto del material de reproducción o 
de multiplicación de la variedad protegida para la producción o la reproducción (incremento), la 
preparación o acondicionamiento a los fines de la reproducción o de la multiplicación, la oferta en 
venta, la venta o cualquier otra forma de comercialización, la exportación, la importación, o la 
posesión para cualquiera de los fines antes mencionados. 
Por su parte, entre las excepciones del derecho de obtentor figuran los actos realizados en un 
marco privado con fines no comerciales, los ejecutados a título experimental y los celebrados 
para fines de la creación de nuevas variedades.  La legislación podrá restringir los derechos de 
obtentor respecto de las especies, géneros y variedades vegetales definidos reglamentariamente, 
con el fin de permitir a los agricultores utilizar, con fines de producción para consumo en su propia 
explotación, el producto de la cosecha que haya obtenido por el cultivo de una variedad protegida. 
Con respecto al derecho de obtentor el mismo tendrá una vigencia de veinte años. Además, la 
posibilidad de solicitar la concesión de un derecho de obtentor, los derechos relacionados con 
ello y el derecho de obtentor, se considera para todos los efectos como patentes. Se les aplica, 
salvo disposición en contrario, las normas generales establecidas en la Ley de Patentes de 
Invención, Dibujos y Modelos Industriales y Modelos de Utilidad.    
Si se presenta una solicitud ante la Oficina Nacional de Semillas, se otorga una concesión de 
licencia obligatoria correspondiente al derecho de obtentor. Esa oficina solo concederá la licencia 
obligatoria para casos de utilidad pública. 
Además, se establece una normativa referente a organización, competencias y normas generales 
de funcionamiento de la Oficina Nacional de Semillas y los procedimientos para registrar 
variedades vegetales.” 
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C.-   VINCULACIÓN CON OBJETIVOS DE DESARROLLO SOSTENIBLE 11 
 
El proyecto de ley presenta una vinculación multidimensional con las metas y 
objetivos de la Agenda 2030 en materia de desarrollo sostenible, así como una 
afectación positiva sobre la misma, presente en los ODS 2, 10, 12, 15, 16 y 17.  
 
Lo anterior, por cuanto sus pretensiones impactan favorablemente las metas 
asociadas a asegurar la sostenibilidad de los sistemas de producción de alimentos 
y aplicar prácticas agrícolas resilientes que contribuyan al mantenimiento de los 
ecosistemas; adopción de medidas para garantizar la inclusión social, económica y 
política de todas las personas sin exclusiones por origen étnico, en este caso en 
particular las comunidades indígenas; incorporación de medidas para garantizar 
una gestión y uso eficientes de los recursos naturales; garantizar la conservación, 
el restablecimiento y el uso sostenible de los ecosistemas terrestres y los 
ecosistemas interiores de agua dulce; garantizar la participación justa y equitativa 
en los beneficios derivados de la utilización de los recursos genéticos y el acceso 
adecuado a los mismos; así como establecer mecanismos y acciones para 
fortalecer y mejorar los canales de comunicación e interacción con la ciudadanía 
para garantizar la toma de decisiones inclusiva, participativa y representativa, al 
incorporar la consulta indígena contemplada en el Convenio 169 de la OIT en los 
casos que sea necesario. 
 
Todo lo cual, encuentra vinculación con el ODS 17, al adecuar nuestro marco 
nacional de política y de estrategias de desarrollo a las prioridades definidas por la 
Agenda 2030.  
 
Específicamente los Objetivo de Desarrollo Sostenible vinculados refieren a: 
 

2 Hambre Cero 
Impactan favorablemente la meta asociada a asegurar la sostenibilidad de 
los sistemas de producción de alimentos y aplicar prácticas agrićolas 
resilientes que contribuyan al mantenimiento de los ecosistemas.  
 
10 Reducción de desigualdades 
Impacta positivamente la meta asociada a garantizar la inclusión social, 
económica y polit́ica de todas las personas sin exclusiones por origen étnico, 
en este caso en particular las comunidades indígenas. 
 
12 Producción y consumo responsables 
Impacta positivamente la meta asociada a incorporación de medidas para 
garantizar una gestión y uso eficiente de los recursos naturales. 
 

                                            
11 Sección elaborada el 17 de agosto de 2022, por el señor Tonatiuh Solano Herrera, asesor 
parlamentario del Área de Investigación y Gestión Documental, supervisado por la Lic. Lilliana 
Cisneros Quesada, Jefe del AIGD. 
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15 Vida de ecosistemas terrestres 
Impacta positivamente las metas asociadas a garantizar la conservación, el 
restablecimiento y el uso sostenible de los ecosistemas terrestres y los 
ecosistemas interiores de agua dulce; además de garantizar la participación 
justa y equitativa en los beneficios derivados de la utilización de los recursos 
genéticos y el acceso adecuado a los mismos. 
 
16 Paz, justicia e instituciones sólidas 
Apunta a establecer mecanismos y acciones para fortalecer y mejorar los 
canales de comunicación e interacción con la ciudadanía para garantizar la 
toma de decisiones inclusiva, participativa y representativa, al incorporar la 
consulta indígena contemplada en el Convenio 169 de la OIT en los casos 
que sea necesario. 

17 Alianzas para lograr los objetivos 
La vinculación positiva en los anteriores mencionados, adecua nuestro marco 
nacional de política y de estrategias de desarrollo a las prioridades definidas 
por la Agenda 2030.  
 

D.-   ANÁLISIS DEL ARTICULADO 
 

De previo al análisis del articulado, es preciso informar a los señores diputados que 

la Ley de Obtenciones Vegetales N° 8631 responde a un compromiso que el Estado 

costarricense asumió en materia de propiedad intelectual sobre dichas obtenciones 

vegetales al suscribir el Convenio Internacional para la Protección de las 

Obtenciones Vegetales Convenio UPOV, que fue aprobado por Ley 8635 del 5 de 

abril del 2008.  

Valga mencionar que la propiedad intelectual tiene resguardo constitucional en el 

artículo 47 de la Constitución Política que establece: 

“Artículo 47.- Todo autor, inventor, productor o comerciante gozará 

temporalmente de la propiedad exclusiva de su obra, invención, marca o 

nombre comercial, con arreglo a la ley” 

r ponderar los derechos de rango constitucional que se encuentran en juego; por un 

lado, el derecho de todo obtentor de variedades vegetales a que se proteja su 

propiedad intelectual sobre las innovaciones que realiza en el campo de mejoramiento 

genético y, por otro, el derecho de los pueblos indígenas a que sean consultados sobre 

los asuntos que les afecten directamente. Lo anterior, sin descuidar los compromisos 

que el Estado costarricense ha adquirido en ambas materias en el campo internacional, 

tanto a partir del Convenio Internacional para la Protección de Obtenciones Vegetales 

(UPOV), aprobado mediante Ley 8631 del 6 de marzo de 2008, como del Convenio 169 

de la OIT. 
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Ya la Ley de Obtenciones Vegetales, a la luz del Convenio, establece cuándo se está 

frente una variedad notoriamente conocida y, además, establece la necesidad de cumplir 

con requisitos de novedad, distinción, homogeneidad y estabilidad para efectos de 

conceder una inscripción de los derechos de propiedad intelectual relacionados con 

obtenciones vegetales. Así las cosas, ninguna obtención vegetal que no reúna esos 

requisitos puede protegerse, incluyendo aquellas utilizadas por los pueblos indígenas 

como parte de su conocimiento milenario, pues no cumplirían con el requisito de 

novedad. 

 

 De ahí que debe valorarse si resulta razonable utilizar el concepto de “inversión de la 

carga de la prueba” en esta materia, pues en realidad, lo que debe demostrar el 

solicitante a la luz de la normativa nacional e internacional, es que cumple con los 

requisitos de novedad distinción, homogeneidad y estabilidad. 
 

Otro aspecto que preocupa en el proyecto de ley, es la consulta pública que se 

establece de manera obligatoria en todos los casos de inscripción de obtenciones 

vegetales. Si bien con ello pretende protegerse el derecho de los pueblos indígenas, 

debe tenerse en consideración que no toda inscripción de obtenciones vegetales puede 

ocasionarles un perjuicio directo, en los términos que exige el artículo 6 del Convenio 

169 de la OIT para efectos de la consulta. 

 
Por el contrario, exigir la consulta pública para todas las solicitudes de inscripción de 

obtenciones vegetales, se convertiría en un obstáculo del proceso que puede resultar 

violatorio de los compromisos internacionales suscritos por Costa Rica en esta materia 

y vaciar el derecho fundamental al reconocimiento de la propiedad intelectual. 

 

 puede olvidarse además, que a partir de lo dispuesto en el numeral 80 de la Ley de 

Biodiversidad, la Oficina Nacional de Semillas ya se encuentra obligada a 

consultar a la Comisión Nacional de Gestión para la Biodiversidad (CONAGEBIO) sobre 

si existe o no afectación a elementos de la biodiversidad nacional. Con ello, no sólo se 

previenen los casos de biopiratería que se pretenden evitar con la reforma propuesta, 

sino que, además, se otorga participación a la Mesa Nacional Campesina y a la Mesa 

Nacional Indígena, quienes forman parte de la integración del órgano superior de la 

CONAGEBIO (Decreto Ejecutivo 29680 del 23 de julio de 2001). 

 

dispuesto en el numeral 80 de la Ley de Biodiversidad, la Oficina Nacional de Semillas 

ya se encuentra obligada a consultar a la Comisión Nacional de Gestión para la 

Biodiversidad (CONAGEBIO) sobre si existe o no afectación a elementos de la 

biodiversidad nacional. Con ello, no sólo se previenen los casos de biopiratería que se 

pretenden evitar con la reforma propuesta, sino que, además, se otorga participación a 

la Mesa Nacional Campesina y a la Mesa Nacional Indígena, quienes forman parte de la 

integración del órgano superior de la CONAGEBIO (Decreto Ejecutivo 29680 del 23 de 

julio de 2001).  

 

Obligar a la consulta pública en todas las solicitudes de inscripción, no sólo 

entorpecería el proceso, sino que, además, resultaría sumamente oneroso para el 

Estado, o para quien deba asumir el costo de dicha consulta, aspecto que no es 

regulado en el proyecto de ley. 
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El artículo 1 del proyecto de ley, plantea la reforma de los artículos 4, 6, 7, 23, 27 
y 33 de la Ley de Obtenciones Vegetales.  
 
Para efectos del análisis de las reformas planteadas, se presenta una tabla 
comparativa entre cada uno de los textos de los artículos vigentes, y el texto de lo 
que se pretende reformar; a fin de visualizar las enmiendas pretendidas.  
 
Para ello, se destaca en letra negrita las enmiendas en el texto propuesto, y en letra 
tachada los aspectos que se pretenden eliminar, en cada uno de los textos de los 
artículos. Veamos: 
 
1. Reforma del artículo 4 
 

LEY N°8631 PROYECTO DE LEY 

ARTÍCULO 4.- Definiciones 
Para los efectos de esta Ley se definirán los 
siguientes términos: 
(…) 
Variedad notoriamente conocida: en particular 
se considera notoriamente conocida si: 
(…) 
e) Se encuentra protegida por derechos 
intelectuales comunitarios sui géneris, hayan 
sido estos derechos registrados o no, de 
conformidad con lo establecido en los artículos 
82 y 84 de la Ley de Biodiversidad, Nº7788, 
siempre y cuando la variedad se encuentre 
suficientemente descrita y sea posible verificar 
su existencia. 
(…). 

Artículo 4- Definiciones 
Para los efectos de esta Ley se definirán los 
siguientes términos: 
(…) 
Variedad notoriamente conocida: en particular 
se considera notoriamente conocida si: 
(…) 
e) Se encuentra protegida por derechos 
intelectuales comunitarios sui géneris, hayan 
sido estos derechos registrados o no, de 
conformidad con lo establecido en la Ley de 
Biodiversidad, Nº7788. 
(…). 

 
Como se observa, la reforma al artículo 4 refiere específicamente al inciso e) de la 
definición de “variedad notoriamente conocida”.  
 
Valga mencionar que tal como lo señala este inciso, la definición que aquí se da es 
para los efectos de esta ley y no para la aplicación de otras leyes. 
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En este inciso e), se elimina la referencia a los artículos 8212 y 8413 de la Ley de 
Biodiversidad14, y además se elimina la frase “siempre y cuando la variedad se 
encuentre suficientemente descrita y sea posible verificar su existencia.” 
 
Con el fin de una mayor claridad de la operatividad de las anteriores normas de la 
Ley de Biodiversidad, es oportuno citar al M.Sc. Jorge Cabrera Medagliat15, donde 
realiza una explicación de la situación16. Veamos: 
 

“Debido a la falta de ejecución del proceso participativo previsto en el artículo 83 de 
la Ley de Biodiversidad -como se explica más adelante- la Oficina Técnica de la 
Comisión Nacional para la Gestión de la Biodiversidad (CONAGEBIO) considera 
que no resulta legalmente posible otorgar permisos de acceso cuando se trate de 
recursos genéticos ubicados en territorios indígenas o bien para amparar la 
utilización de los conocimientos tradicionales asociados, generándose de esta forma 
una suerte de “moratoria jurídica” a la utilización de ambos. Lo anterior sucede a 
pesar de las obligaciones internacionales existentes en materia de derechos 
humanos y ambientales (tales como el convenio 169 de la Organización 
Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Estados 
Independientes, el Convenio sobre la Diversidad Biológica, el Protocolo de Nagoya 

                                            
12 “ARTÍCULO 82.- Los derechos intelectuales comunitarios sui géneris.   
El Estado reconoce y protege expresamente, bajo el nombre común de derechos intelectuales 
comunitarios sui géneris, los conocimientos, las prácticas e innovaciones de los pueblos indígenas 
y las comunidades locales, relacionadas con el empleo de los elementos de la biodiversidad y el 
conocimiento asociado. Este derecho existe y se reconoce jurídicamente por la sola existencia de la 
práctica cultural o el conocimiento relacionado con los recursos genéticos y bioquímicos; no requiere 
declaración previa, reconocimiento expreso ni registro oficial; 
por tanto, puede comprender prácticas que en el futuro adquieran tal categoría. Este reconocimiento 
implica que ninguna de las formas de protección de los derechos de propiedad intelectual o industrial 
regulados en este capítulo, las leyes especiales y el Derecho Internacional afectarán tales prácticas 
históricas.” 
13 “ARTÍCULO 84.- Determinación y registro de los derechos intelectuales comunitarios sui géneris.  
Mediante el procedimiento indicado en el artículo anterior, se procederá a inventariar los derechos 
intelectuales comunitarios sui géneris específicos que las comunidades solicitan proteger, y se 
mantendrá abierta la posibilidad de que, en el futuro, se inscriban o reconozcan otros que reúnan las 
mismas características. El reconocimiento de esos derechos en el Registro de la Oficina Técnica de 
la Comisión, es voluntario y gratuito; deberá hacerse oficiosamente o a solicitud de los interesados, 
sin sujeción a formalidad alguna. La existencia de tal reconocimiento en el Registro obligará a la 
Oficina Técnica a contestar negativamente cualquier consulta relativa a reconocer derechos 
intelectuales o industriales sobre el mismo elemento o conocimiento. Tal denegación, siempre que 
sea debidamente fundada, podrá hacerse por el mismo motivo aun cuando el derecho sui géneris 
no esté inscrito oficialmente.” 
14 Ley N°7788 del 30 de abril de 1998. 
15 CABRERA MEDAGLIAT (Jorge). La protección del conocimiento tradicional en la Ley de 
biodiversidad de Costa Rica y su relación con los derechos de propiedad intelectual: avances y 
perspectivas, Revista Judicial, Poder Judicial de Costa Rica, Nº122, págs. 119-148 ISSN 2215-2377 
/ enero 2018. Tomado del sitio web: 
https://pjenlinea3.poder-judicial.go.cr/biblioteca/uploads/Archivos/Articulo/art9.pdf 
16 No sin antes señalar que “Los artículos 82 a 85 desarrolla extensa y prolijamente la protección de 
los derechos intelectuales comunitarios sui géneris de los pueblos indígenas y las comunidades 
locales, así como su participación activa en esa tutela.” Ibid. 
 

https://pjenlinea3.poder-judicial.go.cr/biblioteca/uploads/Archivos/Articulo/art9.pdf
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sobre Acceso a Recursos Genéticos y la Distribución de Beneficios firmado por el 
país, la Declaración de Naciones Unidas sobre Derechos de los Pueblos Indígenas 
del 2007 y la Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas del 
2016, entre otros).  
Esta situación dificulta el mantenimiento de los conocimientos tradicionales y de los 
recursos genéticos en territorios indígenas debido a la falta de incentivos -
monetarios y no monetarios que puedan fomentar la conservación del conocimiento 
tradicional de generación en generación y en beneficio de otros sectores de la 
sociedad que podrían reutilizar las prácticas, innovaciones y conocimientos 
tradicionales en diferentes sectores como el agrícola, medicinal, alimentario, entre 
otros, respetando las reglas básicas del Consentimiento Informado Previo (CPI) y 
del establecimiento de Términos Mutuamente Acordados (TMA).  
A la fecha (2017), diversas solicitudes de acceso a conocimientos tradicionales o a 
recursos genéticos ubicados en territorios indígenas han sido rechazadas por la 
Oficina Técnica de la CONAGEBIO, debido a la falta de reglamentación de los 
Derechos Intelectuales Comunitarios Sui Generis (DICS).  
Por otra parte, según la mejor información disponible, los pueblos indígenas se 
encuentran en áreas donde existe una importante diversidad biológica en buen 
estado de conservación y, a la vez, paradójicamente donde los índices oficiales de 
desarrollo humano del país son bajos.17 
Así por ejemplo, en los territorios indígenas, existen muchos elementos de la 
biodiversidad que constituyen un aporte importante para la vida misma de los 
pueblos a través de sistemas culturales de conservación, uso y manejo de los 
recursos naturales, y como fuentes de identidad cultural, práctica de cosmovisión y 
espiritualidad, alimentación, medicina tradicional, materiales de conservación, 
elaboración de artesanías, producción agropecuaria, purificación del aire, equilibrio 
del clima, recarga hídrica, educación ambiental, recreación y turismo comunitario.18 
Coincidentemente un mapa elaborado por la Unión Internacional para la 
Conservación de la Naturaleza (IUCN)4 muestra cómo los pueblos indígenas en la 
región centroamericana (incluyendo Costa Rica) son guardianes de gran riqueza 
biológica. De esta forma, estos pueblos dependen estrechamente de la 
biodiversidad para su desarrollo y, a la vez, el resto de la sociedad -nacional y global- 
depende de las prácticas y usos que estos hacen de la biodiversidad para lograr la 
adecuada conservación de esta.  
En Costa Rica existen ocho pueblos indígenas: ngöbe o guaymí, bribri, cabécar, 
maleku o guatuso, brunca o boruca, chorotega, teribe o térraba y huetar. El total de 
la población indígena es 104 143 y representa aproximadamente un 1.7% de la 
población costarricense.  
Estos pueblos viven mayoritariamente en veinticuatro territorios indígenas. Los 
pueblos poseen conocimientos tradicionales muy valiosos acerca del potencial 
medicinal, agrícola y alimentario de la biodiversidad, entre otros. Ellos han ganado 
este conocimiento a través de su profunda relación con el ambiente que los rodea.  
En Costa Rica se han realizado investigaciones especialmente respecto a las 
plantas medicinales, por instituciones como el Centro de Investigación de Productos 
Naturales, el Instituto de Investigación de Ciencias Farmacéuticas y la Escuela de 
Química de la Universidad de Costa Rica, entre otros. 

                                            
17 Política Nacional de Biodiversidad, 2015. 
18 Política Nacional de Biodiversidad, 2015. 
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Es importante señalar que algunos grupos indígenas poseen títulos específicos para 
las personas que han sido entrenadas en la práctica de la medicina tradicional. Por 
ejemplo, los cabécares tienen el jawápa; los ngöbes, los sukias; y el bribri, el awápa. 
Sin embargo, existen pocas personas que poseen estos títulos y muchos de ellos 
son de edad avanzada. Se ha estimado que ya no existen sukias ngöbe en Costa 
Rica. Ahora solo pueden ser encontrados en las comunidades ngöbe de Panamá.  
A pesar del innegable valor cultural, económico, social y espiritual de los 
conocimientos tradicionales para generar productos y procesos y promover 
prácticas sostenibles en los diferentes sectores (farmacéutico, alimentario, 
protección de cultivos, manejo sostenible de los recursos naturales) no ha 
sido posible -debido a la falta de recursos financieros- llevar adelante el 
proceso participativo previsto en la legislación nacional para definir la 
naturaleza, los alcances y requisitos y poner en práctica los mecanismos 
establecidos para tutelarlos como los registros de estos conocimientos ( 
artículo 84 de la LB). 
(…) 
Sin esta reglamentación no resulta posible establecerlos y brindar protección 
defensiva (evitar la apropiación indebida de estos por terceros) y positiva 
(asignar derechos a los eventuales titulares de los conocimientos). Ello 
redunda en una potencial pérdida de los conocimientos tradicionales 
asociados a los recursos genéticos y de la biodiversidad misma ubicada en 
territorios indígenas debido a la ausencia de incentivos para su conservación 
y diseminación a posibles personas usuarias nacionales e internacionales.”19 

 
Adicionalmente, el especialista20 menciona las disposiciones relevantes del 
Protocolo de Nagoya21, como un gran reto y oportunidad para los países en 
desarrollo, para efectos de generar “un uso sostenible de los recursos genéticos y 
los conocimientos tradicionales asociados.”22  
 
En relación con la tramitación del Protocolo de Nagoya23 en la corriente legislativa, 
en consideración con lo señalado por el especialista en su artículo24; es oportuno 
mencionar que la tramitación actual de la iniciativa es la siguiente: 
 

                                            
19 Finalmente, el desarrollo de los DICS resulta consistente e implementa diversas políticas 
ambientales (biodiversidad) y agrícolas nacionales, con los Objetivos de Desarrollo Sostenible 2015-
2030 y las Metas de Aichi y el Plan Estratégico de Biodiversidad (2011-2020). Las cuales se puede 
revisar en el Cuadro 1: Principales políticas y estrategias que apoyan la preparación de los DICS, 
visualizado en el sitio web: https://pjenlinea3.poder-judicial.go.cr/biblioteca/uploads/Archivos/Articulo/art9.pdf 
20 M.Sc. Jorge Cabrera Medagliat. 
21 “firmado; pero aún no ratificado por el país,. Este instrumento, que entró en vigencia en octubre 
de 2014, posee a la fecha (julio de 2017) más de 100 partes contratantes.” A la fecha de este informe 
ya fue aprobado en primer debate y actualmente se encuentra en consulta preceptiva de la Sala 
Constitucional, para luego ser votado en segundo debate. 
22 Revisar sitio web: https://pjenlinea3.poder-judicial.go.cr/biblioteca/uploads/Archivos/Articulo/art9.pdf 
23 “Protocolo de Nagoya sobre acceso a los recursos genéticos y participación justa y equitativa en 
los beneficios que se deriven de su utilización al Convenio sobre la diversidad biológica” 
24 Se encontraba pendiente de aprobación. 

https://pjenlinea3.poder-judicial.go.cr/biblioteca/uploads/Archivos/Articulo/art9.pdf
https://pjenlinea3.poder-judicial.go.cr/biblioteca/uploads/Archivos/Articulo/art9.pdf
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 En una primera oportunidad, fue tramitado bajo el expediente legislativo 
N°18372, y remitido al Departamento de Archivo por vencimiento del plazo 
cuatrienal el 16 de octubre de 2018. 
 

 En una segunda oportunidad, fue tramitado bajo el expediente legislativo 
Nº21212, y remitido al Departamento de Archivo por dictamen unánime 
negativo25 (artículo 81 bis del RAL) el 31 de julio de 2019) por no haber sido 
presentado por el Poder Ejecutivo, sino que los proponentes eran un grupo de 
señores diputados, lo cual acarreaba problemas de inconstitucionalidad. 

 
 

 Recientemente se tramita bajo el expediente 21.550 denominado Protocolo de 
Nagoya sobre acceso a los recursos genéticos y participación justa y equitativa 
en los beneficios que se deriven de su utilización al convenio sobre la diversidad 
biológica.  Este Protocolo fue aprobado en Primer debate el 17 de enero de 2023 
y se remitió en consulta preceptiva de constitucionalidad a la Sala Constitucional 
el 21 de enero de 2023.  A la fecha de este informe se está a la espera de que 
sea evacuada la consulta, para posteriormente proceder a la aprobación en 
Segundo Debate. 
 

Básicamente, en el Protocolo de Nagoya se regula el acceso a los recursos 
genéticos en los Estados Parte y la distribución de los beneficios que deriven de ese 
acceso26.  

                                            
25 En razón que los miembros de la Asamblea Legislativa no pueden ejercer la iniciativa en la 
formación de las leyes para aprobar los convenios internacionales, tratados públicos y concordatos. 
En este caso, nuestro Departamento señaló que “no considera de recibo considerar que si el Poder 
Ejecutivo ejerció la iniciativa de aprobación legislativa con respecto a este Protocolo de Nagoya en 
un momento anterior (febrero del 2012), ese acto es válido en el tiempo para cualquier nuevo intento 
de aprobación. // Lo anterior, porque más allá de la teoría jurídica de la unidad orgánica de los entes 
del Estado, lo cierto es que la potestad constitucional conferida al Poder Ejecutivo de ejercer la 
iniciativa en cuanto a aprobación de tratados y convenios internacionales consiste o se deriva de la 
genérica de “conducir las relaciones internacionales” lo cual obviamente es una competencia política 
que se refiere a valoración de criterios de conveniencia y oportunidad los cuales son  coyunturales, 
tanto del momento histórico que se desarrollan, como de la composición y orientación política de 
quien ejerce el Poder Ejecutivo en determinado momento. // No puede entonces invocarse un acto 
político del Poder Ejecutivo de hace 17 años, para fundamentar la presentación nuevamente de este 
Protocolo para la aprobación, pues las autoridades políticas han cambiado y claramente pueden 
tener otra opinión y otras decisiones sobre el Protocolo mismo, máxime que la tramitación de este 
Protocolo bajo el expediente N°18.372 es un acto precluido, del que no es válido pretender ningún 
efecto jurídico posterior.” Departamento de Servicios Técnicos. Oficio N°AL-DEST- IJU -109-2019 
de 29 de mayo 2019. Expediente Nº21.212 “Protocolo de Nagoya sobre acceso a los recursos 
genéticos y participación justa y equitativa en los beneficios que se deriven de su utilización al 
Convenio sobre la diversidad biológica” 
26 “Este Protocolo es en realidad un nuevo Convenio, si bien relacionado con el anterior, del cual es 
un desarrollo posterior, más amplio y específico de uno de sus objetivos. Pese a su nombre, no es 
un instrumento derivado o accesorio del Convenio sobre Diversidad Biológica, sino que tiene 
identidad propia, y aunque relacionado es independiente. El Protocolo de Nagoya que se presenta 
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Ahora bien, acerca del cambio realizado en la Ley de Biodiversidad, 
específicamente con el artículo 7827, donde se afectan los derechos intelectuales 
comunitarios sui géneris, se indicó que: 
 

“La reforma al artículo 78, en su inciso 6), introduce un cambio objetivamente 
comprobable con respecto al texto vigente, y es que establece como patentable, lo 
que antes no lo era, concretamente, las invenciones esencialmente derivadas del 

                                            
ahora, es básicamente una especificación de los compromisos referidos a buscar una equitativa y 
justa repartición de los beneficios derivados del acceso a la biodiversidad. 

Nuestro país ya cuenta a nivel legal y reglamentario con normas y medidas administrativas, como lo 
exige el Protocolo, para regular esos aspectos, y en sentido amplio es muy poco lo que se puede 
considerar como un compromiso adicional a lo ya legislado o normado a nivel nacional. En particular, 
el deber del Estado de desarrollar acciones afirmativas (no el mero reconocimiento pasivo de los 
derechos intelectuales comunitarios sui géneris) a favor de los grupos titulares de los conocimientos 
tradicionales relacionados con recursos genéticos, y en especial de poblaciones indígenas. 

En este punto, y otros aspectos particulares de institucionalidad (obligación de señalar un punto 
focal, y la creación de un Centro Internacional de Intercambio de Información, pero a la sombra de 
la institucionalidad del Convenio de Biodiversidad) son los aspectos más novedosos y relevantes, 
distintos a obligaciones que el país no estaría ya cumpliendo con su propia legislación. 

Como se observa, las obligaciones novedosas que asume el país en caso de aprobar este Convenio 
son más de procedimiento y de cooperación internacional, pero las principales obligaciones 
sustantivas de legislar en determinado sentido pueden considerarse como ya asumidas y cumplidas 
por el país en su legislación y normativa reglamentaria, como más adelante se indicará con 
detalle.(Informe jurídico del Expediente N° 21.550 Protocolo de Nagoya sobre acceso a los recursos 
genéticos y participación justa y equitativa en los beneficios que se deriven de su utilización al 
Convenio sobre la Diversidad Biológica) 
. 

27 “Artículo 78.- Forma y límites de la protección 
El Estado otorgará la protección indicada en el artículo anterior, entre otras formas, mediante 
patentes, secretos comerciales, derechos del fitomejorador, derechos intelectuales comunitarios sui 
géneris, derechos de autor, derechos de los agricultores. 
Se exceptúan de la protección mediante patentes: 

1.-    Las secuencias de ácido desoxirribonucleico, nucleótidos y aminoácidos tal y como se 
encuentran en la naturaleza o secuencias de ácido desoxirribonucleico, nucleótidos y 
aminoácidos que no cumplan los requisitos de patentabilidad, tal como se establecen en la Ley 
N.º 6867, de 25 de abril de 1983, y sus reformas. 
2.-    Las plantas y los animales. 
3.-    Los microorganismos tal y como se encuentran en la naturaleza. 
4.-    Los procedimientos esencialmente biológicos para la producción de plantas o animales, que 
no sean procedimientos no biológicos o microbiológicos. 
5.-    Los procesos o ciclos naturales en sí mismos. 
6.-    Las invenciones esencialmente derivadas del conocimiento asociado a prácticas biológicas 
tradicionales o culturales en dominio público. 
7.-    Las invenciones cuya explotación comercial deba impedirse necesariamente para proteger 
el orden público o la moralidad, o para proteger la salud o la vida de las personas o de los 
animales o para preservar los vegetales, o para evitar daños graves al medio ambiente.” 

(Así reformado por el artículo 10 de la Ley N°8686 del 21 de noviembre de 2008) 
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conocimiento asociado a prácticas biológicas tradicionales o culturales en dominio 
público. Con la redacción vigente, no son patentables, con la redacción introducida 
en el texto consultado; lo son, si se cumple con los requisitos de patentabilidad 
establecidos en la Ley N.º686728 del 23 de junio de 1983 y sus reformas.  
A contrario sensu, la norma establece que si el conocimiento tradicional cumple los 
requisitos de la citada ley, entonces sí es patentable, aunque sea una invención 
esencialmente derivada del conocimiento asociado a prácticas biológicas 
tradicionales o culturales en dominio público. Objetivamente es un cambio que 
afecta directamente los intereses de los pueblos indígenas, y por lo tanto, conforme 
a la normativa vigente del Convenio 169 de la OIT, debió ser consultado a estos, y 

esta disposición es vinculante para el país. ”29 
 
Incluso, actualmente se tiene pendiente la implementación de las normas de la Ley 
de Biodiversidad30, sobre el desarrollo de los derechos intelectuales comunitarios 
sui géneris para poder tutelar adecuadamente sus conocimientos, innovaciones y 
prácticas y los recursos genéticos existentes en sus territorios. 
 
De manera que con la eliminación de la referencia a los artículos 82 y 84 de la Ley 
de Biodiversidad y la frase “siempre y cuando la variedad se encuentre 
suficientemente descrita y sea posible verificar su existencia”, en el artículo 4, inciso 
e) de la definición de la variedad notoriamente conocida, se estaría eliminando el 
obstáculo legal vigente, para efectos de otorgar y realizar las patentes, conforme lo 
establece el artículo 78 de la Ley de Biodiversidad. Aspecto que debe ser valorado 
a luz de los intereses de los pueblos indígenas relativos al acceso a los recursos 
genéticos, los conocimientos tradicionales y su relación con los derechos de 
propiedad intelectual.31 

                                            
28 Ley de Patentes de Invención, Dibujos y Modelos Industriales. 
29 CABRERA MEDAGLIAT (Jorge). Op. cit. “No obstante, el voto de minoría presenta una visión 
diferente del problema, exponiendo las razones por las cuales el artículo 6 del Convenio 169 de la 
OIT no resulta aplicable.” 
30 “La Ley de Biodiversidad de Costa Rica es uno de los primeros marcos normativos nacionales que 
han regulado el tema del acceso a los recursos genéticos, los conocimientos tradicionales y su 
relación con los derechos de propiedad intelectual. No obstante, casi veinte años después de la 
promulgación de la pionera Ley de Biodiversidad, el desarrollo de los Derechos Intelectuales 
Comunitarios Sui Géneris aún está pendiente. A pesar de los esfuerzos puntuales realizados por las 
autoridades y otros grupos, aún existe una deuda pendiente con los pueblos indígenas para poder 
tutelar adecuadamente sus conocimientos, innovaciones y prácticas y los recursos genéticos 
existentes en sus territorios.” Ibid. 
31 En este sentido, puede valorarse lo indicado por la Sala Constitucional en la consulta legislativa 
facultativa de constitucionalidad referente al trámite de aprobación del proyecto de Ley N°16955 
"Reforma y Adición de varias normas que regulan materias relacionadas con Propiedad Intelectual", 
en el Voto N°16221-2008 de las 16:00 horas del 30 de octubre del 2008: “Estas disposiciones son 
fiel reflejo de la obligación internacional en que incurrió el Estado de reconocer y proteger los 
“derechos intelectuales comunitarios sui géneris” de los pueblos indígenas y de las comunidades 
locales, estableciendo procedimientos especiales garantistas al efecto. Bajo esta premisa, el 
ordenamiento jurídico establece una tutela calificada y extraordinaria para evitar que los derechos 
intelectuales comunitarios sui géneris de las comunidades indígenas y locales sean susceptibles de 
patentarse, la cual se mantiene intacta en este proyecto de ley. De modo que al permanecer incólume 
y vigente la protección especial dispensada a los derechos intelectuales comunitarios sui géneris de 
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2. Reforma de los artículos 6 y 7 de la Ley de Obtenciones Vegetales 
 
Estos numerales se ubican en el “Capítulo II Organización y Procedimientos”.  
 

LEY N°8631 PROYECTO DE LEY 

ARTÍCULO 6.- Solicitante del derecho 
(…) 
b) Salvo prueba en contrario, el solicitante será 
considerado el titular del derecho de obtención. 
(…). 

Artículo 6- Solicitante del derecho 
(…) 
b) Cuando así lo pruebe, el solicitante será 
considerado el titular del derecho de obtención. 
(…). 

 
La reforma del artículo 6 modifica el inciso b), sustituyendo la frase “salvo prueba 
en contrario” por “cuando así lo pruebe”.  
 
El derecho del obtentor es un mecanismo sui géneris de propiedad intelectual para 
proteger la innovación que realizan investigadores en el campo del mejoramiento 
genético, cuando se requiere proteger una innovación o invención. Para obtener ese 
derecho o certificado de obtentor, el artículo 6 de la Ley N° 8631 establece que será 
considerado el titular de ese derecho la persona que lo solicite, salvo prueba en 
contrario.  Ello es, cuando el solicitante pide se le tenga como obtentor debe cumplir 
con un procedimiento riguroso tanto desde el punto de vista técnico (artículo 8) 
donde se examina las variedades candidatas a ser protegidas en lo que respecta a 
la distinción, homogeneidad y estabilidad, sea mediante la realización de ensayos 
de cultivo u otro tipo de pruebas o por medio de informes de examen realizados por 
otras entidades oficiales competentes o por organismos especializados, pero 
siempre  a través de la OFINASE.  
Durante ese procedimiento puede darse la oportunidad de terceros de presentar 
oposiciones a las solicitudes presentadas previo a su otorgamiento, pero ni siquiera 
a esos terceros se le exige que comprueben que esa variedad es notoriamente 

                                            
las comunidades indígenas y locales, debe entenderse esta norma, aún con su reforma, y a partir de 
una interpretación sistemática y no aislada, que si se trata de prácticas biológicas tradicionales o 
culturales de alguno de esos grupos, queda absolutamente enervada la posibilidad de obtener una 
patente o cualquier otra forma de propiedad intelectual (artículos 82, párrafo 2° y 84, párrafo in fine, 
de la Ley de Biodiversidad). Lo anterior permite concluir, que el proyecto de ley consultado no es 
susceptible de afectar directamente a las comunidades indígenas, y por ello, lo dispuesto en el 
artículo 6, inciso a), del Convenio No. 169 de la OIT no resulta pertinente. Asimismo, el proyecto de 
reforma a la Ley de Biodiversidad, al estar referido al artículo 78, no es de aplicación singular o 
particular a las comunidades indígenas y locales, por cuanto las normas que se refieren 
específicamente a éstas son los ordinales 82, 83, 84 y 85 de ese cuerpo legislativo ya citados, los 
cuales se reitera, permanecen incólumes. El artículo 78 de la Ley de Biodiversidad se refiere, de 
manera general, a las prácticas tradicionales o culturales que son del dominio público general o 
común, y en ese sentido, no atañen a las comunidades indígenas y locales en particular. Prueba de 
ello, es que para la protección y regulación específica de los derechos de estas comunidades, fueron 
promulgados los artículos señalados, por lo que no nos encontramos frente al supuesto de una 
disminución de los niveles de tutela que se brinda a los grupos indígenas o locales. Así las cosas, 
no estima este Tribunal que con la redacción actual que se propone en el proyecto de ley en cuestión, 
el artículo 78 de la Ley de Biodiversidad requiera de consulta alguna a los pueblos indígenas.” 
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conocida.  Los terceros pueden oponerse, pero será la Ofinase la que determinará 
si la solicitud para la concesión del derecho de obtentor ha cumplido con los 
requisitos técnicos y jurídicos, ya que todo el procedimiento de verificación de la 
obtención vegetal que se quiere proteger y si la misma cumple con las condiciones 
de novedad, distinción, homogeneidad y estabilidad corresponde a la Oficina 
Nacional de Semillas. La ley actualmente le exige al solicitante demostrar los 
requisitos de novedad, distinción, homogeneidad y estabilidad, por lo que no se 
encuentra razón en el establecimiento de un principio de carga de la prueba en 
perjuicio del solicitante de inscripción de una obtención vegetal.  

Una vez que la solicitud para la concesión del derecho de obtentor haya cumplido 
todos los requisitos, la Oficina Nacional de Semillas procederá a su inscripción en 
el Registro de Variedades Protegidas y a otorgar el certificado de obtención vegetal. 
(artículo 11 de la Ley 8631) 
 
  

LEY N°8631 PROYECTO DE LEY 

ARTÍCULO 7.- Procedimientos y publicación 
Los procedimientos y las normas generales 
para la presentación, publicación de 
información sobre solicitudes, concesiones de 
derechos de obtentor y las denominaciones 
propuestas y aprobadas, el trámite, el examen 
técnico y la resolución de las solicitudes para la 
concesión del derecho de obtentor, se 
establecerán reglamentariamente. 
Los procedimientos y las normas que se 
desarrollen reglamentariamente deberán 
incluir, como mínimo, los requisitos que deben 
cumplir las solicitudes para la obtención del 
título de obtención vegetal, la obligación de 
publicar un aviso de las solicitudes 
presentadas, la oportunidad de terceros de 
presentar oposiciones a las solicitudes 
presentadas, previo a su otorgamiento, y el 
órgano competente para la resolución del 
procedimiento. También se publicará la 
información sobre los derechos de obtentor 
concedidos y de las denominaciones 
propuestas y aprobadas. 
 

Artículo 7- Procedimientos y publicación 
Los procedimientos y las normas generales 
para la presentación, publicación de 
información sobre solicitudes, concesiones de 
derechos de obtentor y las denominaciones 
propuestas y aprobadas, el trámite, el examen 
técnico y la resolución de las solicitudes para la 
concesión del derecho de obtentor, se 
establecerán reglamentariamente. 
Los procedimientos y las normas que se 
desarrollen reglamentariamente deberán 
incluir, como mínimo, los requisitos que deben 
cumplir las solicitudes para la obtención del 
título de obtención vegetal, la obligación de 
publicar un aviso de las solicitudes 
presentadas, la oportunidad de terceros de 
presentar oposiciones a las solicitudes 
presentadas, previo a su otorgamiento, y el 
órgano competente para la resolución del 
procedimiento. También se publicará la 
información sobre los derechos de obtentor 
concedidos y de las denominaciones 
propuestas y aprobadas. 
Cualquier persona podrá ser parte del 
proceso de tramitación del derecho de 
obtentor y suministrar por escrito sus 
observaciones y documentos. Asimismo, 
podrá solicitar la revocatoria o revisión de 
cualquier derecho otorgado.  La Oficina 
Nacional de Semillas rechazará cualquier 
gestión manifiestamente infundada.  En el 
reglamento de esta ley se definirán el plazo 
y procedimiento correspondientes a la 
audiencia pública que deberá realizarse de 
previo al otorgamiento de cualquier derecho 
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sobre las variedades reguladas en la Ley de 
Biodiversidad. 
La audiencia pública deberá realizarse en 
términos en que las personas sepan 
realmente a qué atenerse, esto es, se le 
coloque en una posición tal que pueda 
evaluar la magnitud del impacto de una 
medida e identificar los elementos que la 
sustentan, a la vez que disponga de un 
tiempo razonable para analizar dicha medida 
y conozca las circunstancias de tiempo y 
espacio en que se va a efectuar la audiencia, 
las que en todo caso deben ser razonables y 
se deberá garantizar su gratuidad. 
En los casos que corresponda, deberá 
garantizarse el proceso de consulta 
indígena de conformidad con lo establecido 
en el Convenio 169 de la Organización 
Internacional del Trabajo. 

 
La reforma del artículo 7, adiciona tres últimos párrafos al procedimiento y 
publicación de la concesión del derecho de obtentor; introduciendo los siguientes 
aspectos: 
 

 Legitimación de “cualquier persona” para ser parte en el proceso, y con ello 
se podrá “suministrar por escrito sus observaciones y documentos”. 
 

 Faculta “la revocatoria o revisión de cualquier derecho otorgado.” 
 

 Competencia de la Oficina Nacional de Semillas para rechazar cualquier 
gestión manifiestamente infundada.   
 

 Definición de plazo y procedimiento sobre la audiencia pública32, en la vía 
reglamentaria. 
 

 Elementos que debe contener la audiencia pública para las personas que 
participan: 
 

o Deben saber a qué atenerse y evaluar la magnitud del impacto de la 
medida e identificar los elementos que la sustentan 

o Disponer de tiempo razonable, para analizar dicha medida y conozca 
las circunstancias de tiempo y espacio en que se va a efectuar la 
audiencia. 

o Garantizar su gratuidad. 
 

                                            
32 “de previo al otorgamiento de cualquier derecho sobre las variedades reguladas en la Ley de 
Biodiversidad.” 
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 Debe garantizarse el proceso de consulta indígena33, en los casos que 
corresponda.  

 
En relación con la adición de “la revocatoria o revisión de cualquier derecho 
otorgado”, se hace la observación que el Reglamento a la Ley de Protección de las 
Obtenciones Vegetales34, en el artículo 3535 ya regula los recursos -de revocatoria y 
de apelación- de las resoluciones emitidas por la Oficina Nacional de Semillas. 
 
En cuanto a la competencia de la Oficina Nacional de Semillas para rechazar 
cualquier gestión manifiestamente infundada, tanto en la ley36 como el reglamento37, 
ya se le otorga la función a dicha Oficina. 
 
La redacción del párrafo que regula la audiencia pública, no es lo suficiente precisa 
y clara.  Pues en el primer párrafo que se adiciona, al final se establece que “en el 
reglamento de esta ley se definirán el plazo y procedimiento correspondientes a la 
audiencia pública que deberá realizarse de previo al otorgamiento de cualquier 
derecho sobre las variedades reguladas en la Ley de Biodiversidad.” Y en el párrafo 
siguiente señala una serie de términos que debe cumplir la audiencia pública, con 
conceptos sumamente indeterminados38, sin ningún tipo de precisión en la norma 
de materia procesal.  Además de indicar que “se deberá garantizar su gratuidad”, 
aspecto que debe ser cuantificado, con el fin de dar una adecuada implementación 
de la norma procesal.  
 
En la regulación de la audiencia pública, se debe considerar la mayor participación 
de las personas que puedan verse afectadas, y otorgar a los participantes todas las 
facilidades para que se encuentren informados y puedan hacerse escuchar, todo 

                                            
33 Conforme con lo establecido en el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo. 
34 Decreto Ejecutivo N°35677 de 19 de noviembre de 2009. El cual puede ser consultado en el 
apartado de “Anexos” del presente informe jurídico. 
35 “Artículo 35.-Recursos. Las resoluciones que dicte la Oficina, en uso de las atribuciones que le 
confieren este reglamento y la Ley, podrán ser recurridas mediante un Recurso de Revocatoria ante 
la misma Oficina presentado en un plazo de tres días cuando se trate del acto final y de 24 horas en 
los demás casos de conformidad con lo establecido en la Ley General de la Administración Pública, 
y serán apelables por el interesado dentro del tercer día ante el Ministro de Agricultura y Ganadería.” 
36 Ley de protección de las obtenciones vegetales: “ARTÍCULO 5.- Órgano competente. La Oficina 
Nacional de Semillas (Ofinase) es el órgano competente de recibir, tramitar y resolver las solicitudes 
para la concesión de los certificados de obtentor de variedades vegetales y su inscripción en el 
Registro de Variedades Protegidas que se crea para tal efecto; asimismo, se encargará de regular 
lo que se establece en la presente Ley y su Reglamento.” 
37 Reglamento a la Ley de Protección de las Obtenciones Vegetales: “Artículo 4º-Oficina para la 
protección de las obtenciones vegetales. Todas las funciones establecidas en el presente 
Reglamento para la protección de los derechos de las obtenciones vegetales serán desempeñadas 
por la Oficina Nacional de Semillas, según lo dispone el artículo 5 de la Ley de Protección de las 
Obtenciones Vegetales Nº8631. Para este efecto, la Oficina podrá coordinar y se podrá vincular con 
todos los organismos nacionales e internacionales, públicos y privados que coadyuven a lograr ese 
objetivo.” 
38 Tales como: “disponga de un tiempo razonable”, “circunstancias de tiempo y espacio en que se 
va a efectuar la audiencia”, “deben ser razonables”. 
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dentro de lo razonable. Sin embargo, en la redacción de los párrafos propuestos, la 
utilización de la técnica legislativa no es la más apropiada, por lo que es un aspecto 
que se recomienda mejorar.39  

                                            
39 En este sentido es oportuno revisar: “la resolución 2013-017305 de las 11:32 horas del 20 de 
diciembre de 2013: “V.- Sobre el derecho constitucional al gobierno participativo. El derecho a la 
participación ciudadana en la toma de decisiones se ha convertido en uno de los pilares 
fundamentales sobre los que descansa el sistema democrático. En nuestro país, el legislador 
constitucional recogió este derecho en el artículo 9 de la Constitución Política al disponer que el 
Gobierno de la República sea popular, representativo, participativo, alternativo y responsable. Este 
mandato de la Ley Fundamental ha orientado un posterior desarrollo normativo constitucional e 
infraconstitucional. Así, se ha establecido una serie de mecanismos que buscan que el derecho al 
gobierno participativo pueda ser aplicado en forma efectiva, y no quede únicamente en el papel, tales 
como el referéndum para la aprobación o derogación de leyes y reformas parciales a la Constitución, 
o la iniciativa popular en la formación de leyes (véase, entre otras, la sentencia número 2005-05649 
de las 14:39 horas del 11 de mayo del 2005). El derecho al gobierno participativo, elevado a rango 
constitucional mediante la reforma propiciada por Ley N° 8364 de 01 de julio de 2003, publicada en 
La Gaceta N° 146 de 31 de julio de 2003, no solo significa un reconocimiento del más alto rango 
normativo a la función del control político, sino que, además, constituye una revalorización del papel 
del ciudadano en los procesos de toma de decisión. Por voluntad del legislador constituyente, que 
esta Sala no debe ni puede desconocer, el derecho al gobierno participativo se erige como pilar 
fundamental de nuestro régimen democrático -cuestión erróneamente desconocida por el voto de 
minoría, que le baja la categoría a la participación ciudadana de derecho a principio general, en clara 
contraposición a la línea jurisprudencial de esta Sala como más adelante se demuestra-, lo que 
resulta conteste con un sistema político basado en la tolerancia, el pluralismo y el respeto a la 
libertad. Este derecho al gobierno participativo, también denominado derecho a la participación 
ciudadana, se encuentre cobijado en varios instrumentos internacionales de derechos humanos. De 
este modo, el artículo 21 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948 dispone 
que "toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de su país, directamente o por medio de 
representantes libremente escogidos". 
Concordante con lo anterior, el numeral 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
reconoce expresamente el derecho de los ciudadanos: “(…) de participar en la dirección de los 
asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos. En igual sentido, 
la Carta Democrática Interamericana señala en su artículo 5° que: “La democracia representativa se 
refuerza y profundiza con la participación permanente, ética y responsable de la ciudadanía en un 
marco de legalidad conforme al respectivo orden constitucional.” De manera más vehemente, el 
numeral 6 de dicha Carta estatuye que: “La participación de la ciudadanía en las decisiones relativas 
a su propio desarrollo es un derecho y una responsabilidad. Es también una condición necesaria 
para el pleno y efectivo ejercicio de la democracia. Promover y fomentar diversas formas de 
participación fortalece la democracia.” Este reconocimiento convencional y constitucional al 
mencionado derecho representa un aspecto fundamental del modelo democrático de este siglo, en 
el que el control ciudadano, la transparencia y la rendición de cuentas destacan como factores 
inherentes al sistema republicano, lo que a su vez dota la toma de decisiones políticas de mucha 
mayor legitimidad, aspecto clave cuando de verdadera gobernabilidad se trata precisamente, uno de 
los mecanismos ideados para cumplir lo dispuesto en el artículo 9 constitucional es la audiencia 
pública, que constituye en un medio a través del cual las personas interesadas pueden hacer valer 
sus derechos, participando activamente en temas de relevancia nacional o local, y poniendo en 
conocimiento de la Administración todas aquellas anomalías o disconformidades en relación con el 
proyecto que se pretenda desarrollar. Así las cosas, la audiencia pública es un instrumento típico de 
una democracia madura, mediante el cual se fomente la participación activa del ciudadano en la 
toma de decisiones públicas. Por su significado, la audiencia debe efectuarse de tal forma que 
garantice la mayor participación de las personas que puedan verse afectadas, de ahí que cualquier 
acción u omisión que evite lo anterior, implica una abierta vulneración a los derechos fundamentales 
de los participantes (véase, entre otras, la sentencia número 2009-018223). En cuanto al carácter 
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Adicionalmente, en el último párrafo del artículo, se adiciona la garantía del proceso 
de consulta indígena, en los casos que corresponda. Sobre este tema, es oportuno 
considerar la opinión emitida, tanto por la Oficina Nacional de Semillas como por el 
Instituto de Desarrollo Rural, las cuales haremos referencia más adelante, en las 
observaciones de la adición del artículo 18 bis -del artículo 2 del proyecto de ley-.  
 
Lo que sí adelantamos, es reiterar lo indicado por la Sala Constitucional sobre el 
proceso de consulta indígena, donde “el legislador debe diseñar mecanismos 
jurídicos que les permitan ejercer plenamente ese derecho. Las normas en esta 
materia han de orientarse en el sentido de permitir una amplia y organizada 
participación de los indígenas”40. Situación que no se observa en la norma. 
 
3. Reforma de los artículos 23 y 27 
 

LEY N°8631 PROYECTO DE LEY 

ARTÍCULO 23.- Excepción al derecho para el 
agricultor 
No lesiona el derecho del obtentor, quien 
reserve y siembre en su propia explotación, 
dentro de los límites razonables y a reserva de 
la salvaguarda de los intereses legítimos de los 
obtentores, el producto de la cosecha que haya 
obtenido por el cultivo, en su propia explotación, 
de una variedad protegida o de una variedad 
cubierta por el inciso c) del artículo 18 de esta 
Ley. Se exceptúan de esta disposición las 
variedades de las especies frutícolas, 
ornamentales y forestales, cuando se persigan 
fines comerciales. 

Artículo 23- Excepción al derecho para el 
agricultor 
No lesiona el derecho del obtentor, quien 
reserve y siembre en su propia explotación, 
dentro de los límites razonables y a reserva de 
la salvaguarda de los intereses legítimos de los 
obtentores, el producto de la cosecha que haya 
obtenido por el cultivo, en su propia explotación, 
de una variedad protegida o de una variedad 
cubierta por el inciso c) del artículo 18 de esta 
Ley. Se exceptúan de esta disposición las 
variedades de las especies ornamentales y 
forestales, cuando se persigan fines 
comerciales. 

 

                                            
participativo de la audiencia pública, la propia Constitución Política obliga a ello, pues con la reforma 
vigente desde el 31 de julio de 2003 al numeral 9 de la Ley Fundamental quedó estatuido que el 
Gobierno de la República tiene que ser, entre otros aspectos, participativo, lo que implica que el 
gobierno de turno es un articulador de lo establecido por deliberación popular. En otras palabras, en 
la democracia actual, los ciudadanos gozan, por mandato constitucional, ya no solo del derecho al 
voto para ejercer su derecho al gobierno participativo, sino de cantidad de instrumentos de diversa 
naturaleza para coadyuvar en la toma de decisiones políticas, lo que propicia que puedan ejercer 
influencia directa en las grandes decisiones públicas. Este derecho fundamental de participación 
ciudadana establece que el pueblo debe estar habilitado para manifestarse por igual en puntos de 
vista tanto mayoritarios como minoritarios. Así, serán importantes tanto los mecanismos de 
participación nacionales como el referéndum o plebiscito, como los locales. Durante la audiencia 
pública se les deben otorgar a los participantes todas las facilidades para que se encuentren 
informados y puedan hacerse escuchar, todo dentro de lo razonable, pues tampoco puede 
convertirse la audiencia en un obstáculo o un recurso para impedir que se dé oportuna resolución a 
determinada gestión.” Sala Constitucional. Voto N°24952-2019 de las 9:15 horas del 13 de 
diciembre del 2019. 
40 Sala Constitucional. Voto N°3485-2003 de las 14:07 horas del 2 de mayo del 2003. El destacado 
no es del original. 
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La reforma del artículo 23, elimina la excepción de las variedades de las especies 
frutícolas del derecho para el agricultor, modificación que debe ser valorada a la luz 
de los elementos de la integralidad de la Ley.  
 
Para esos efectos, se determina la variedad cubierta por el inciso c) del artículo 18, 
se transcribe dicho inciso. Veamos: 
 

“ARTÍCULO 18.- Derechos del obtentor 
… 

c) Las disposiciones de los párrafos a) y b) también se aplican a lo siguiente: 
1) A las variedades que no se distinguen claramente de la variedad 
protegida, de conformidad con el artículo 1441 de esta Ley. 

                                            
41 El artículo 14 indica: “ARTÍCULO 14.- Distinción. Una variedad será considerada distinta, si es 
posible diferenciarla claramente de cualquier otra variedad cuya existencia, en la fecha de 
presentación de la solicitud, sea notoriamente conocida, de acuerdo con la definición establecida en 
el artículo 4 de la presente Ley.” 
Y en consideración a la referencia del artículo 4, se transcribe el numeral, el cual señala: “ARTÍCULO 
4.- Definiciones. Para los efectos de esta Ley se definirán los siguientes términos: 

Título de obtención vegetal: título que se otorga al obtentor de una variedad vegetal, con 
base en el cual se confieren sus derechos de conformidad con lo dispuesto en la presente Ley. 
Descubierto y puesto a punto: proceso que incluye la observación de una variación natural 
de una especie vegetal, su identificación, aislamiento, selección, reproducción o multiplicación, 
caracterización y evaluación. No quedará comprendido en la definición anterior el mero 
hallazgo. 
Desarrollar: empleo de técnicas de mejoramiento genético para obtener una nueva variedad 
vegetal. 
Material: se entenderá por material, en relación con una variedad, lo siguiente: 

 a) El material de reproducción o de multiplicación vegetativa, en cualquier forma. 
b) El producto de la cosecha, incluidas las plantas enteras y las partes de las plantas. 

Obtentor: persona física o jurídica que haya desarrollado o descubierto y puesto a punto una 
nueva variedad. 
Ofinase: Oficina Nacional de Semillas. 
Semilla: toda estructura vegetal de reproducción, multiplicación o propagación destinada a la 
siembra o plantación de una variedad vegetal. Se incluyen, dentro de esta definición, la semilla 
sexual y asexual, las plantas de vivero y el material de multiplicación o propagación producidos 
mediante técnicas biotecnológicas. 
Variedad o cultivar: conjunto de plantas de un solo taxón botánico del rango más bajo 
conocido que, con independencia de si responde o no plenamente a las condiciones para la 
concesión de un derecho de obtentor, pueda definirse por la expresión de los caracteres 
resultantes de un genotipo o de una combinación de genotipos; distinguirse de cualquier otro 
conjunto de plantas por la expresión de al menos uno de dichos caracteres y considerarse 
como una unidad, habida cuenta de su aptitud a propagarse sin alteración. 
Variedad esencialmente derivada: variedad que se deriva principalmente de una variedad 
inicial o de una variedad que a su vez se deriva, principalmente, de una variedad inicial, 
conservando al mismo tiempo las expresiones de los caracteres esenciales que resulten del 
genotipo o de la combinación de genotipos de la variedad inicial; se distingue claramente de la 
variedad inicial y, salvo por lo que respecta de las diferencias resultantes de la derivación, es 
conforme a la variedad inicial en la expresión de los caracteres esenciales que resulten del 
genotipo o de la combinación de genotipos de la variedad inicial. Podrán obtenerse, por la 
selección de un mutante natural o inducido, de una variante somaclonal, la selección de un 
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2) A las variedades derivadas esencialmente de la variedad protegida, 
cuando esta, a su vez, no sea una variedad esencialmente derivada. 
3) A variedades cuya producción necesite el empleo repetido de la variedad 
protegida.” 

 
La exposición de motivos no argumenta las razones para excluir las especies 
frutícolas de la excepción allí establecida, de allí que es difícil hacer un análisis de 
la razonabilidad de la propuesta, por lo que será parte del derecho del agricultor y 
por tanto no constituiría una lesión al derecho del obtentor si se cultivan las 
variedades de las especies frutícolas para efectos comerciales que hayan sido 
producto de la cosecha que haya obtenido el agricultor por el cultivo en su propia 
explotación. 
 

LEY N°8631 PROYECTO DE LEY 

ARTÍCULO 27.- Cancelación del derecho 
a) La Ofinase cancelará el derecho de obtentor 
en los siguientes casos: 
1) Si se comprueba que el titular no ha 

cumplido su obligación de mantener la 
variedad durante el período de protección, o 
que la variedad ya no es homogénea o 
estable. 

2) Si el titular no responde a la solicitud en el 
sentido de suministrar la información, los 
documentos o el material de reproducción o 
multiplicación que se consideren necesarios 
para el control del mantenimiento de la 
variedad. 

3) Si después de que la Ofinase previene un 
cambio en la denominación de la variedad, 
el titular no propone, en el plazo concedido, 
otra denominación adecuada. 

4) Cuando el obtentor no haya pagado el precio 
público anual definido en el Reglamento de 
esta Ley, previo requerimiento por escrito. 

Artículo 27- Cancelación del derecho 
a) La Ofinase cancelará el derecho de obtentor 
en los siguientes casos: 
 
(…) 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
5) Cuando se demuestre con estudios 
suficientes que se justifica la cancelación 
para proteger el orden público, la moral, la 

                                            
individuo variante entre las plantas de la variedad inicial, retrocruzamientos o transformaciones 
por ingeniería genética, entre otros. 
Variedad notoriamente conocida: en particular se considera notoriamente conocida si: 

a) Está inscrita o en trámite de inscripción en un registro de variedades comerciales o 
protegidas, si este conduce a la concesión del derecho o a la inscripción de la variedad en 
el registro correspondiente. 
b) Se encuentra en una colección de referencia o en un banco de germoplasma. 
c) Ha sido o está en proceso de comercialización. 
d) Fue objeto de una descripción precisa publicada en el ámbito nacional o internacional. 
e) Se encuentra protegida por derechos intelectuales comunitarios sui géneris, hayan sido 
estos derechos registrados o no, de conformidad con lo establecido en los artículos 82 y 84 
de la Ley de Biodiversidad, Nº 7788, siempre y cuando la variedad se encuentre 
suficientemente descrita y sea posible verificar su existencia. 

Variedad protegida: variedad que se encuentra inscrita en el Registro de Variedades 
Protegidas.” 
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b) La cancelación solo podrá declararse tras el 
requerimiento hecho al titular de cumplir la 
obligación que se le impone, en un plazo 
máximo de seis meses, previamente notificado. 
c) La cancelación deberá anotarse en el 
Registro de Variedades Protegidas y deberá ser 
comunicada mediante una publicación, por una 
sola vez, en el diario oficial La Gaceta y en un 
diario de circulación nacional. 

salud o la vida de las personas o de los 
animales o para preservar los vegetales o 
evitar graves daños al ambiente, de 
conformidad con lo establecido en el 
artículo 1 de esta ley.  
 
(…)”. 

 
La reforma del artículo 27, adiciona otra causal de cancelación del derecho de 
obtentor. Para ello, introduce un punto 5 al inciso a), donde establece la obligación 
de demostrar “con estudios suficientes” la justificación para la cancelación del 
derecho, aludiendo las razones de “proteger el orden público, la moral, la salud o la 
vida de las personas o de los animales o para preservar los vegetales o evitar graves 
daños al ambiente”.42 
 
Es decir, la cancelación del derecho de obtentor podrá solicitar con cualquier 
estudio, el cual se considere “suficiente”. Aspecto que se considera impreciso e 
indeterminado, puesto que la norma no indica quien será el encargado de realizar 
ese estudio, así como tampoco señala los parámetros mínimos que debe contener 
ese estudio. La norma únicamente se limitó a transcribir lo indicado en el segundo 
párrafo del artículo 1 de la ley. De manera que se recomienda precisar con mayores 
elementos la nueva causal de cancelación del derecho de obtentor.  
 
4. Reforma del artículo 33 
 

LEY N°8631 PROYECTO DE LEY 

ARTÍCULO 33.- Interpretación 
En el examen judicial y administrativo de las 
posibles violaciones a los derechos 
consignados y protegidos por esta Ley, el juez 
competente y la Ofinase, respectivamente, 
deberán utilizar las reglas de la sana crítica, los 
principios de observación y verificación 
científica, así como los principios de 
razonabilidad, racionalidad y la buena fe, en 
cada caso concreto. 
En todo procedimiento administrativo, iniciado 
ante la Ofinase, o proceso judicial, al aplicar la 

Artículo 33- Interpretación 
En el examen judicial y administrativo de las 
posibles violaciones a los derechos 
consignados y protegidos por esta Ley, el juez 
competente y la Ofinase, respectivamente, 
deberán utilizar las reglas de la sana crítica, los 
principios de observación y verificación 
científica, así como los principios de 
razonabilidad, racionalidad y la buena fe, y el 
principio de inversión de la carga de la 
prueba, en cada caso concreto. 

                                            
42 Argumentación que ya ha sido descrita en el párrafo segundo del artículo 1 de la Ley. La cual 
señala: “ARTÍCULO 1.- Objeto. La presente Ley tiene por objeto establecer el régimen jurídico para 
la protección de los derechos de los obtentores de variedades vegetales, salvaguardando el derecho 
al uso por parte del pequeño y mediano agricultor. 
La protección otorgada no implica la autorización para la explotación comercial de la variedad, para 
lo cual deberán cumplirse los requisitos establecidos en la legislación correspondiente, pudiendo 
impedirse la comercialización cuando proceda para proteger el orden público o la moral, la 
salud o la vida de las personas o de los animales o para preservar los vegetales, o para evitar 
daños graves al medio ambiente.” (El destacado no es del original) 
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sanción final la autoridad competente tomará en 
cuenta la proporcionalidad entre la conducta 
ilícita y el daño causado al bien jurídico tutelado. 

En todo procedimiento administrativo, iniciado 
ante la Ofinase, o proceso judicial, al aplicar la 
sanción final la autoridad competente tomará en 
cuenta la proporcionalidad entre la conducta 
ilícita y el daño causado al bien jurídico tutelado. 

 
La reforma del artículo 33 adiciona un elemento más, el “principio de inversión de la 
carga de la prueba”, para realizar el examen judicial o administrativo sobre una 
violación a los derechos consignados o protegidos en la ley. 
 
El numeral vigente, señala que el juez competente o la Ofinase, para cada caso 
concreto, debe utilizar: 
 

 Las reglas de la sana crítica 
 Los principios de observación y verificación científica 
 Los principios de razonabilidad, racionalidad y la buena fe 

 

En relación con la introducción de este principio, se recomienda revisar la opinión 
emitida por la Oficina Nacional de Semillas, donde señala que el proceso de registro 
de una variedad no es un proceso en el cual se use la terminología de “carga de la 
prueba”43. Por lo que debe ser valorada la conveniencia de adicionar este principio. 
 
El artículo 2 del proyecto de ley, adiciona los artículos 18 bis, 19 ter y 48 bis a la 
Ley de Obtenciones Vegetales. 

                                            
43 “En el caso de las Obtenciones Vegetales, y desde la aprobación de la legislación, le compete a 
la Oficina Nacional de Semillas (ONS) su aplicación. A la fecha, la protección de Obtenciones 
Vegetales se ha otorgado a personas que desarrollan investigación (fitomejoradores), empresas del 
sector agroalimentario, empresas semilleristas y universidades. Todos ellos deben cumplir con los 
procedimientos dispuestos en la legislación nacional, que son altamente rigurosos en lo técnico y lo 
legal y la obtención vegetal que se quiera proteger debe cumplir con condiciones de novedad, 
distinción, homogeneidad y estabilidad. 
El concepto de variedad notoriamente conocida está muy bien desarrollado en la Ley de Protección 
de Obtenciones Vegetales y de acuerdo con esa categorización, resulta fácil para cualquier persona 
indicar si una variedad es notoriamente conocida. El proceso de registro de una variedad no es un 
proceso en el cual se use la terminología de “carga de la prueba”. No es un proceso judicial ni mucho 
menos. El uso de esa terminología propia de un proceso judicial y su aplicación desestimularía la 
innovación y los procesos de inscripción de obtenciones vegetales. La carga de la prueba se refiere 
a la carga de aportar medios de prueba y le corresponde a quien afirma hechos que configuran su 
pretensión o su defensa, generalmente en un juicio. 
La Ley de Protección de Obtenciones Vegetales lo que contempla es la facultad para la autoridad 
competente de declarar nulo un derecho otorgado si se comprueba que no cumplió con los requisitos. 
Cualquier tercero puede hacer ver ese hecho y la Oficina Nacional de Semillas (ONS) hará lo 
necesario para determinarlo. Por lo tanto, se considera que el proyecto de ley se sustenta en 
premisas equivocadas, como que la ley exige a quien se oponga que pruebe que una variedad es 
notoriamente conocida. No hay ningún artículo en la Ley que se pretende reformar que indique eso. 
Una propuesta de ley como la presentada limitaría el otorgamiento de los derechos de propiedad 
intelectual (los Derechos de Obtentor) que constitucionalmente le corresponden a los fitomejoradores 
y que ha sido un sistema creado por ley de acuerdo con todos los requisitos y procesos.” Oficina 
Nacional de Semillas. Op. cit. 
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5. Artículo 18 bis 
 
El artículo 18 bis plantea la protección del Estado a la biodiversidad, así como a las 
prácticas e innovaciones de los pueblos indígenas y las comunidades locales.  
 
Para efectos de implementar dicho reconocimiento y protección a la biodiversidad 
de los pueblos indígenas y comunidades locales, es fundamental considerar las 
opiniones emitidas, producto de esa consulta obligatoria. Para ello, la norma debe 
especificar los elementos esenciales que contendrá dicha consulta. 
 
Sobre el particular, el Instituto de Desarrollo Rural consideró que “se debe realizar 
una efectiva consulta obligatoria a los pueblos indígenas, como lo señala el artículo 
18 Bis propuesto en el proyecto de ley, con el fin de evitar un perjuicio para los 
mismos, entre esas demandas por empresas trasnacionales, ante el empleo de las 
obtenciones vegetales.” 44 

 

Sin embargo, la Oficina Nacional de Semillas indicó, sobre la consulta de los 
pueblos indígenas y las comunidades locales, que “someter cada proceso para 
proteger una obtención vegetal a la consulta indígena es materialmente imposible 
para la institucionalidad costarricense y prácticamente imposibilitaría poder otorgar 
una Obtención Vegetal conforme lo establece la legislación actual”45.  

                                            
44 Instituto de Desarrollo Rural. Oficio N°INDER-PE-AJ-589-202225de agosto de 2022, suscrito 
por la Licda. Ana Gabriela Chaves Peralta Licda. Diana Araya Rodríguez Abogada, Asuntos Jurídicos 
Directora Asuntos Jurídicos. 
45 “Otro aspecto preocupante es lo relativo a la consulta indígena que toma como base el Convenio 
169 de la Organización Internacional de Trabajo (OIT) sobre Consulta a los Pueblos Indígenas y 
Tribales a ser consultados y a participar en el proceso de adopción de decisiones que les afectan, 
existiendo también normativa nacional (1) y jurisprudencia sobre la materia. Sin embargo, el mismo 
convenio en su artículo 6 establece el derecho a la consulta, pero lo hace en los siguientes términos: 

“Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los gobiernos deberán: a) consultar a los 
pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y en particular a través de sus 
instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o 
administrativas susceptibles de afectarles directamente...” 

Esto es lógico pues al ser las comunidades indígenas ciudadanos que viven en un país sujeto a leyes 
y regulaciones, todas las leyes les afectan, pero no directamente. En el caso de la reforma que se 
propone, se trataría de someter a consulta un tema que no incide directamente en los derechos de 
las comunidades indígenas. Es más, ya se comprobó que las variedades a proteger mediante la Ley 
de Protección de las Obtenciones Vegetales no están en nada relacionadas con las variedades que 
usan las comunidades indígenas. Someter cada proceso para proteger una obtención vegetal a la 
consulta indígena es materialmente imposible para la institucionalidad costarricense y prácticamente 
imposibilitaría poder otorgar una Obtención Vegetal conforme lo establece la legislación actual.  
(1) Decreto No. 40932, Mecanismo de Consulta a Pueblos Indígenas. Ministerio de la Presidencia, 
Ministerio de Justicia y Paz. 2018. 
Oficina Nacional de Semillas. Oficio N°ONS 128-2022 D.E. de 22 de setiembre del 2022, suscrito 

por la señora Tania López Lee, Directora Ejecutiva ONS. 
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Al respecto, la Procuraduría General de la República46 hizo ver su 
preocupación respecto a la consulta pública que el proyecto establece de manera 
obligatoria en todos los casos de inscripción de obtenciones vegetales. Manifestó 
que “si bien con ello pretende protegerse el derecho de los pueblos indígenas, debe 
tenerse en consideración que no toda inscripción de obtenciones vegetales puede 
ocasionarles un perjuicio directo, en los términos que exige el artículo 6 del 
Convenio 169 de la OIT para efectos de la consulta. Por el contrario, exigir la 
consulta pública para todas las solicitudes de inscripción de obtenciones vegetales, 
se convertiría en un obstáculo del proceso que puede resultar violatorio de los 
compromisos internacionales suscritos por Costa Rica en esta materia y vaciar el 
derecho fundamental al reconocimiento de la propiedad intelectual”. 

De manera que debe ser valorado la introducción de la consulta previa e informada 
a los pueblos indígenas y comunidades locales, con mecanismos apropiados en la 
norma, para ejercer plenamente ese derecho de opinión47 y también para no 
obstaculizar la protección del derecho del obtentor o de propiedad intelectual. Para 
ello, es necesario armonizar la normativa nacional con la internacional, a fin de 
desarrollar en la ley un procedimiento apropiado para la consulta indígena, para su 
efectiva implementación, pero que a la vez no sea un obstáculo a la protección a la 
propiedad intelectual. Y no solo limitarse a citar en el artículo planteado el Convenio 
169 de la Organización Internacional del Trabajo. 
 
Por último, acerca de la ubicación del numeral que se pretende adicionar en la ley, 
se recomienda valorar su incorporación en el “Capítulo III Condiciones de la 
Protección”48 y no en el “Capítulo IV Derechos y obligaciones del obtentor”49; puesto 
que la adición regula tanto el reconocimiento como la protección de los 
conocimientos, las prácticas e innovaciones de los pueblos indígenas y las 
comunidades locales, relacionadas con el empleo de los elementos de la 
biodiversidad. 
 

                                            
46    Procuraduría General de la República.  Opinión jurídica 189-J del 13 de diciembre de 2022. 
47 Tal y como lo indicó la Sala Constitucional: “(…) el Derecho de la Constitución, instaura la 
responsabilidad del Estado de dotar a los pueblos indígenas de instrumentos adecuados que les 
garanticen su derecho a participar en la toma de decisiones que les atañen, y a organizarse en 
instituciones electivas, organismos administrativos y de otra índole responsables de políticas y 
programas que les conciernan (artículos 6 y 33 del Convenio Nº169 de OIT). Resulta entonces que 
el legislador debe diseñar mecanismos jurídicos que les permitan ejercer plenamente ese 
derecho. Las normas en esta materia han de orientarse en el sentido de permitir una amplia y 
organizada participación de los indígenas. Sin embargo, no sucede así en el caso de la norma 
impugnada, pues ésta establece un mecanismo que lejos de beneficiar a los indígenas, más bien los 
perjudica, lo que la torna no idónea para lograr los fines que procura el Convenio 169; en virtud de 
que, al prever la participación en la Asamblea General de tantas asociaciones pro-indígenas como 
se quieran crear, se resta fuerza e importancia a la voluntad del pueblo indígena.” Sala 
Constitucional. Voto N°3485-2003 de las 14:07 horas del 2 de mayo del 2003. El destacado no es 
del original. 
48 Desarrollado en los numerales 12 a 17. 
49 Desarrollado en los numerales 18 a 29. 
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6. Artículo 19 ter 
 

El artículo 19 ter determina el requerimiento de los permisos de acceso50 para el 
trámite de inscripción de obtención vegetal, los cuales deben: 
 

 Contar con el consentimiento informado. 
 Términos pactados para la justa distribución de los beneficios -si se otorga la 

obtención vegetal con fines comerciales   
 
Dichos requerimientos no se desarrollan con mayor detalle. Es decir, el artículo 19 
Ter que se pretende adicionar, es insuficiente para regular el permiso de acceso 
para el trámite de inscripción de obtención vegetal; situación que contrasta con el 
desarrollo dado en la Ley de Biodiversidad, donde en la “Sección II Permisos de 
acceso a los elementos de la biodiversidad”51. De forma que se recomienda revisar 
la redacción con lo regulado en la Ley de Biodiversidad, a efecto de clarificar y 
precisar el trámite del requerimiento del permiso de acceso para la inscripción de 
obtención vegetal. 
 

Adicionalmente, se llama la atención en cuanto a la denominación del “artículo 19 
Ter”, puesto que revisando la ley vigente, solo tiene un artículo 19. Sin embargo, 
observando el contenido de la adición del artículo 48 bis -en el artículo 2 del proyecto 
de ley-, se entiende que la pretensión del proponente es adicionar un artículo 18 ter.  
Por lo que se recomienda realizar la aclaración y corrección de la denominación del 
artículo que se pretende adicionar.  

                                            
50 En el artículo 6 de la Ley de Biodiversidad define el permiso de acceso, de la siguiente manera: 
“ARTÍCULO 6.- Dominio público. Las propiedades bioquímicas y genéticas de los elementos de la 
biodiversidad silvestres o domesticados son de dominio público. El Estado autorizará la exploración, 
la investigación, la bioprospección, el uso y el aprovechamiento de los elementos de la biodiversidad 
que constituyan bienes de dominio público, así como la utilización de todos los recursos genéticos y 
bioquímicos, por medio de las normas de acceso establecidas en el capítulo V de esta ley. 
(…) 
27.- Permiso de acceso: Autorización concedida por el Estado costarricense para la investigación 
básica de bioprospección, obtención o comercialización de materiales genéticos o extractos 
bioquímicos de elementos de la biodiversidad, así como su conocimiento asociado a personas o 
instituciones, nacionales o extranjeras, solicitado mediante un procedimiento normado en esta 
legislación, según se trate de permisos, contratos, convenios o concesiones. 
(…)” 

En el apartado de “Anexos” del presente informe se transcriben las normas de acceso establecidas 
en el capítulo V de la Ley de Biodiversidad, por si se desea consultar. 
51 Donde se desarrollan los siguientes temas: 
 ARTÍCULO 69.- Permiso de acceso  
 ARTÍCULO 70.- Plazo, límites subjetivos, elementos y territorio.  
 ARTÍCULO 71.- Características y condiciones.  
 ARTÍCULO 72.- Requisitos de la solicitud.  
 ARTÍCULO 73.- Registro voluntario de personas físicas o jurídicas en actividades de 

bioprospección.  
 ARTÍCULO 74.- Autorización de convenios y contratos.  
 ARTÍCULO 75.- Concesión  
 ARTÍCULO 76.- Reglas generales para el acceso  
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7. Artículo 48 bis 

 
El artículo 48 bis que se pretende adicionar, plantea el establecimiento de 
sanciones52 aplicables por la biopiratería. Sin embargo, no se tiene claro las 
conductas que se pretenden sancionar; considerando que se hace remisión a los 
artículos 18 bis y 18 ter53 -que se adicionan en la iniciativa-, los cuales tienes serios 
problemas de técnica legislativa54. De manera que se recomienda determinar con 
mayor claridad y precisión las conductas a sancionar. Además, se sugiere revisar la 
proporcionabilidad y razonabilidad de la sanción a imponer, respecto a la conducta 
a sancionar. 
 
Adicionalmente, se recomienda valorar la ubicación de la norma en la ley, puesto 
que se incorpora en la “Sección II Medidas en frontera”, lo cual no tiene relación 
alguna. Ya en la ley se desarrolla la “Sección III Procedimientos administrativos en 
materia de obtenciones vegetales”, donde la adición podría eventualmente tener un 
poco de atinencia, pero los temas de biopiratería son temas abordados por la Ley 
de Biodiversidad N°7788 y no por esta ley. 
 

E.-   CONSIDERACIONES FINALES 
 
La iniciativa plantea inicialmente -en la exposición de motivos-, la reforma a la Ley 
de Obtenciones Vegetales, con el propósito de: 
 

 La participación ciudadana de las comunidades locales y los pueblos 
indígenas en los derechos sobre las obtenciones vegetales. 

 
 Sanciones por la comercialización ilegal derivada del acceso indebido a los 

elementos de la biodiversidad o a la biopiratería. 
 
Sin embargo, en el desarrollo del análisis del proyecto de ley, se observa la 
ampliación del objetivo de la iniciativa, donde se reforman los 4, 6, 7, 23, 27 y 33, y 
se adicionan tres artículos -artículos 18 bis, 19 ter y 48 bis- a la Ley de Obtenciones 
Vegetales. 

                                            
52 "multa de 10 a 500 salarios base establecido en el artículo 2 de la Ley No.7337.” 

La Ley N°7337 del 5 de mayo de 1993, crea el Concepto Salario Base para Delitos Especiales del 
Código Penal. La actualización del “Salario base para el año 2022: De conformidad con la circular 
N°263 del 15 de diciembre de 2021, y publicada en el Boletín Judicial N°244 del 20 de diciembre de 
2021, el salario base que se debe aplicar para definir las penas por la comisión de esas figuras 
delictivas, así como de las contenidas en otras leyes que refieran a la supracitada norma es de 
¢462.200.00 (cuatrocientos sesenta y dos mil doscientos colones exactos).” 
53 El artículo 18 Ter no existe en la Ley N° 8631 ni tampoco la iniciativa lo adiciona. 
54 No se omite indicar que el último párrafo plantea: “Para la definición de la multa se considerarán 
como parámetros las afectaciones o riesgos para la biodiversidad, para los pueblos indígenas y 
comunidades rurales, así como la condición económica del infractor.” Parámetros que son 
sumamente indeterminados. 
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Los temas de reforma, versan sobre: 
 

 En el artículo 4 se elimina en la definición de la variedad notoriamente 
conocida, la referencia a los artículos 82 y 84 de la Ley de Biodiversidad 
y la frase “siempre y cuando la variedad se encuentre suficientemente 
descrita y sea posible verificar su existencia”. Con esta eliminación se 
permite el otorgar y realizar las patentes de una manera más amplia, 
situación que se recomienda valorar, de acuerdo con los intereses de los 
pueblos indígenas relativos al acceso a los recursos genéticos, los 
conocimientos tradicionales y su relación con los derechos de propiedad 
intelectual. 

 
 El artículo 6 modifica en inciso b), sustituyendo la frase “salvo prueba en 

contrario” por “cuando así lo pruebe”. 
 

 En el artículo 7 plantea la ampliación de legitimación en el proceso, la 
revocatoria o revisión, la regulación del proceso de la audiencia pública.  

 
 En el artículo 23 elimina la excepción de las variedades de las especies 

frutícolas del derecho para el agricultor. 
 

 En el artículo 27 se adiciona otra causal de cancelación del derecho de 
obtentor 

 
 En el artículo 33 se adiciona el “principio de inversión de la carga de la 

prueba”, para realizar el examen judicial o administrativo sobre una 
violación a los derechos consignados o protegidos en la ley. 

 
Y los artículos adicionados plantean: 
 

 El artículo 18 bis regula la protección del Estado a la biodiversidad, y las 
prácticas e innovaciones de los pueblos indígenas y las comunidades 
locales.  
 

 El artículo 19 ter regula el requerimiento de los permisos de acceso para el 
trámite de inscripción de obtención vegetal. 
 

 El artículo 48 bis establece sanciones55 aplicables por la biopiratería. 

                                            
55 "multa de 10 a 500 salarios base establecido en el artículo 2 de la Ley No.7337.” 
La Ley N°7337 del 5 de mayo de 1993, crea el Concepto Salario Base para Delitos Especiales del 
Código Penal. La actualización del “Salario base para el año 2022: De conformidad con la circular 
N°263 del 15 de diciembre de 2021, y publicada en el Boletín Judicial N°244 del 20 de diciembre de 
2021, el salario base que se debe aplicar para definir las penas por la comisión de esas figuras 
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El tema de la consulta indígena debe ser analizado con mayor detenimiento por 
parte de los señores diputados ya que el hecho de que se les consulte cada proceso 
para proteger una obtención vegetal a la consulta indígena, aun pese a  el tema  no 
incide directamente en los derechos de las comunidades indígenas, es 
materialmente imposible y costoso para la Ofinase y prácticamente imposibilitaría 
poder otorgar una obtención vegetal conforme lo establece la legislación actual, lo 
anterior en detrimento de la protección constitucional a la propiedad intelectual. 

En cada una de las propuestas planteadas, esta asesoría detalla una serie de 
recomendaciones, con el fin de ser valoradas para la producción de una mejor 
iniciativa.  
 
F.- ASPECTOS DE PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO 
 
1. Votación  
De conformidad con lo establecido en el artículo 119 de la Constitución Política, la 
presente iniciativa de ley requiere para su aprobación de mayoría absoluta de 
votos presentes.  
 

2. Delegación 
La presente iniciativa es delegable a una Comisión con Potestad Legislativa 
Plena, puesto que no se encuentra dentro de las excepciones establecidas en el 
párrafo tercero56 del numeral 124 constitucional.  
 
Sin embargo, por requerir consulta obligatoria a la Corte Suprema de Justicia, para 
apartarse de su opinión57, la Asamblea Legislativa debe aprobar el proyecto con el 
voto de las dos terceras partes del total de sus miembros, de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 167 de la Constitución Política, en cuyo caso no sería 
delegable.58 
 

                                            
delictivas, así como de las contenidas en otras leyes que refieran a la supracitada norma es de 
¢462.200.00 (cuatrocientos sesenta y dos mil doscientos colones exactos).” 
56 “No procede la delegación si se trata de proyectos de ley relativos a la materia electoral, a la 
creación de los impuestos nacionales o a la modificación de los existentes, al ejercicio de las 
facultades previstas en los incisos 4), 11), 14), 15) y 17) del artículo 121 de la Constitución Política, 
a la convocatoria a una Asamblea Constituyente, para cualquier efecto, y a la reforma parcial de la 
Constitución Política.” 
57 Ver en este sentido la opinión emitida por la Corte Suprema de Justicia, mediante oficio N° SP 
440-15 de 10 de diciembre de 2015, op. cit. 
58La Sala Constitucional en el Voto Nº5958-98 de las 14:54 horas del 19 de agosto de 1998, señaló: 
"[En efecto], los asuntos que preceptivamente requieren de una consulta a la Corte Suprema de 
Justicia son aquellos que se refieran 'a la organización o funcionamiento del Poder Judicial', donde 
el término 'funcionamiento' alude no sólo a los aspectos de régimen interno administrativo 
de los despachos judiciales, sino también a las cuestiones procesales que rigen la 
sustanciación de los diversos asuntos sometidos a esos estrados...". (La negrita no es del 
original).  



 

33 
 

3. Consultas  
 

Obligatorias:  
 Corte Suprema de Justicia 
 Municipalidades 
 Asociaciones de Desarrollo Integral de las comunidades indígenas (24 

territorios indígenas)59 
 Universidades Públicas (UCR, UNA, UNED, UTN, ITCR) 
 Instituto de Desarrollo Rural 

 
G.- FUENTES 
 
1. Constitucionales 

o Constitución Política de la República de Costa Rica, del 19 de 
noviembre de 1949. 

o Acuerdo N°399 de 29 de noviembre de 1961. Reglamento de la 
Asamblea Legislativa.  

 
2. Leyes y Reglamentos 

o Ley N°6227. Ley General de la Administración Pública, de 2 mayo de 
1978. 

o Ley N°7831 Ley de obtenciones vegetales del 06 de marzo de 2008. 
o Ley N°7788 Ley de Biodiversidad del 30 de abril de 1998. 
o Ley N°6867 Ley de Patentes de Invención, Dibujos y Modelos 

Industriales del 25 de abril de 1983. 
o Decreto Ejecutivo N°35677. Reglamento a la Ley de Protección de las 

Obtenciones Vegetales de 19 de noviembre de 2009. 
 
3. Jurisprudencia constitucional 

o Sala Constitucional. Voto N°16221-2008 de las 16:00 horas del 30 de 
octubre del 2008. 

o Sala Constitucional. Voto N°17305 -2013 de las 11:32 horas del 20 de 
diciembre de 2013 

o Sala Constitucional. Voto N°24952-2019 de las 9:15 horas del 13 de 
diciembre del 2019. 

o Sala Constitucional. Voto N°3485-2003 de las 14:07 horas del 2 de mayo 
del 2003. 

 
3. Jurisprudencia administrativa 

o CABRERA MEDAGLIAT (Jorge). La protección del conocimiento 
tradicional en la Ley de biodiversidad de Costa Rica y su relación con los 

                                            
59 Asociaciones de Desarrollo Integral de cada Reserva Indígena, en virtud de los artículos 6. y 7.1 
del Convenio N°169 de la OIT -Ley Nº7316 del 03 de noviembre de 1992-, Convenio de Diversidad 
Biológica -Ley Nº7416 del 30 de junio de 1994-, y Ley de Biodiversidad -Ley Nº7788 del 30 de abril 
de 1998-. 



 

34 
 

derechos de propiedad intelectual: avances y perspectivas, Revista 
Judicial, Poder Judicial de Costa Rica, Nº 122, págs 119-148 ISSN 2215-
2377 / enero 2018. 

o Departamento de Servicios Técnicos. Oficio N°AL-DEST- IJU -109-2019 
de 29 de mayo 2019. Expediente Nº21.212 “Protocolo de Nagoya sobre 
acceso a los recursos genéticos y participación justa y equitativa en los 
beneficios que se deriven de su utilización al Convenio sobre la diversidad 
biológica” 

o Oficina Nacional de Semillas. Oficio N°ONS 128-2022 D.E. de 22 de 
setiembre del 2022, suscrito por la señora Tania López Lee, Directora 
Ejecutiva ONS 

o Instituto de Desarrollo Rural. Oficio N°INDER-PE-AJ-589-202225de 
agosto de 2022, suscrito por la Licda. Ana Gabriela Chaves Peralta Licda. 
Diana Araya Rodríguez Abogada, Asuntos Jurídicos Directora Asuntos 
Jurídicos. 
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G.- ANEXOS 
 
1. Reglamento a la Ley de Protección de las Obtenciones Vegetales  
 
Se transcribe el Reglamento a la Ley de Protección de las Obtenciones Vegetales60: 
 

Reglamento a la Ley de Protección de las Obtenciones Vegetales 
N°35677-MAG 

 
EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 

Y EL MINISTRO DE AGRICULTURA Y GANADERÍA 
  

            En ejercicio de las facultades que les confieren los artículos 140, incisos 3), 8), 18), 20) y 146 
de la Constitución Política; los artículos 27 inciso 1) y 28 inciso 2) acápite b) de la Ley Nº6227, Ley 
General de la Administración Pública del 28 de abril de 1978; la Ley de Aprobación del Convenio 
Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales, Ley Nº8635 del 21 de abril del 2008 
y la Ley de Protección de las Obtenciones Vegetales, Ley Nº8631 del 06 de marzo del 2008, y; 

Considerando: 
            1º-Que la Constitución Política consagra en el artículo 47 el derecho de todo autor, inventor, 
productor o comerciante al disfrute temporal de la propiedad exclusiva de su obra, invención, marca, 
nombre comercial, con arreglo a la Ley. 
            2º-Que la Ley de Protección de las Obtenciones Vegetales Nº8631 debe contar con un 
Reglamento para la implementación del sistema de protección de variedades vegetales, en 
cumplimiento de los fines y objetivos dispuestos en esta ley. 
            3º-Que la protección a las obtenciones vegetales representa un estímulo al esfuerzo de los 
obtentores que promoverá el desarrollo de nuevas variedades vegetales, capaces de atender 
problemas específicos de nuestra actividad agropecuaria. 
            4º-Que la aplicación de derechos de propiedad intelectual propiciará un clima favorable para 
la inversión en investigación y desarrollo de nuevas variedades vegetales. 
            5º-Que la ejecución de esta legislación de derechos de propiedad intelectual contribuye al 
desarrollo de la industria nacional de semillas. 
            6º-Que la aplicación del régimen de protección permitirá utilizar en Costa Rica variedades 
extranjeras que sean beneficiosas y dar a sus obtentores las mismas garantías que puedan tener 
los nacionales. 
            7º-Que el país ha asumido compromisos internacionales en los que se establecen 
responsabilidades en cuanto a la existencia de normativa nacional para la aplicación de derechos 
de propiedad intelectual en variedades vegetales. 
            8º-Que la gran mayoría de los países con los que Costa Rica mantiene un intercambio 
comercial en materia de semillas cuentan con regímenes homólogos de protección para las 
obtenciones vegetales. 
            9º-Que es necesario satisfacer una demanda creciente a nivel nacional en el campo de la 
protección de variedades. 
            10.-Que el productor nacional se verá beneficiado al contar con una mayor oferta de 
variedades que contribuyan al mejoramiento de su productividad. 
            11.-Que el establecimiento y ejecución de la normativa para la protección de los derechos 
de los obtentores de nuevas variedades, conlleva un impacto positivo para el país al contribuir al 
mejoramiento del nivel competitivo del sector agropecuario. Por tanto, 
 

                                            
60 Decreto Ejecutivo N°35677 de 19 de noviembre de 2009. Fecha de generación: 26/09/2022 
12:31:12 p.m. 
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DECRETAN: 
 

Reglamento a la Ley de Protección 
de las Obtenciones Vegetales 

 
CAPÍTULO I 

Disposiciones generales 
 
            Artículo 1º-Objeto. La presente normativa tiene por objeto reglamentar la Ley de Protección 
de las Obtenciones Vegetales Nº8631, publicada en La Gaceta número 56 del 19 de marzo del 2008. 
Su aplicación e interpretación, para efectos administrativos, corresponde a la Oficina Nacional de 
Semillas. 
 
            Artículo 2º-Ámbito de aplicación. La protección se extenderá a las variedades de todos los 
géneros y especies vegetales, exceptuándose las plantas silvestres de la biodiversidad 
costarricense que no hayan sido mejoradas por las personas. 
 
            Artículo 3º-Definiciones. Para la correcta interpretación y aplicación de este reglamento 
se utilizarán las definiciones de la Ley y las siguientes: 

 
Caracteres pertinentes: Expresiones fenotípicas y genotípicas propias de la variedad vegetal, 
que permiten su identificación. 
 
Examen técnico: Examen a realizar para determinar si la variedad es distinta, homogénea y 
estable. 
 
Genealogía: Conjunto de elementos que definen en forma esquemática la ascendencia y el 
proceso de mejoramiento en la obtención de una variedad vegetal. 
 
Ley: La Ley de Protección de las Obtenciones Vegetales Nº 8631. 
 
Oficina: La Oficina Nacional de Semillas. 
 
Solicitante: Persona física o jurídica que presente una solicitud de concesión de un título de 
obtentor. 
 
Titular: Titular de un derecho de obtentor. 
 
Título de obtentor: Documento expedido por la Oficina en el que se reconoce y ampara el 
derecho de obtentor en una variedad vegetal nueva, distinta, estable y homogénea. 

 
CAPÍTULO II 

Oficina para la protección de las obtenciones vegetales 
 
            Artículo 4º-Oficina para la protección de las obtenciones vegetales. Todas las funciones 
establecidas en el presente Reglamento para la protección de los derechos de las obtenciones 
vegetales serán desempeñadas por la Oficina Nacional de Semillas, según lo dispone el artículo 5 
de la Ley de Protección de las Obtenciones Vegetales Nº8631. Para este efecto, la Oficina podrá 
coordinar y se podrá vincular con todos los organismos nacionales e internacionales, públicos y 
privados que coadyuven a lograr ese objetivo. 
 
            Artículo 5º-Cooperación en materia de examen. La Oficina estará facultada para concertar 
acuerdos administrativos de cooperación en materia de examen técnico de las variedades, y de 
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control del mantenimiento de las variedades con las autoridades de aquellos países con los que se 
tengan convenios de colaboración. 
 

CAPÍTULO III 
Solicitud del derecho 

 
            Artículo 6º-Solicitante del derecho. Serán titulares de los derechos previstos por el presente 
reglamento: 

a) Los nacionales de Costa Rica y todas las personas físicas o jurídicas que tengan su 
domicilio o establecimiento en el país; 

b) Los nacionales de otros países, en los que se cuente con un sistema de protección eficaz 
y que brinde reciprocidad a los nacionales de Costa Rica. Cuando el solicitante tenga su 
domicilio fuera de Costa Rica deberá estar representado por una persona física o jurídica con 
poder suficiente. 

            La Oficina determinará, a los fines del párrafo b) la eficacia del sistema de protección 
concedido por el otro país. 
 
            Artículo 7º-Formas y contenido de la solicitud. 

1. Para obtener la protección de una variedad vegetal se deberá presentar una solicitud a la 
Oficina y pagar la tasa correspondiente. Cuando lo estime conveniente la Oficina podrá 
suministrar a los interesados un formato al efecto. La solicitud y los documentos que la 
acompañen deberán ser presentados en el idioma español. Toda la información consignada 
en la solicitud se entenderá que es rendida bajo fe de juramento. 

2. La solicitud incluirá, como mínimo, los siguientes elementos: 
a) El nombre, domicilio, nacionalidad y demás calidades del solicitante. Cuando el 

solicitante sea una persona jurídica deberá aportarse la respectiva certificación de 
personería jurídica. En caso de que fuera un causahabiente o un cesionario se deberá 
consignar así y se deberá aportar documento que lo acredite como tal, así como el nombre 
del obtentor original. 

b) Si la solicitud fuera presentada por un mandatario, causahabiente o cesionario deberá 
incluirse el nombre, domicilio, nacionalidad y demás calidades de éste. 

c) El nombre completo de la persona física que lideró el proceso para el desarrollo de la 
nueva variedad. 

ch) Dirección exacta, números de teléfono y fax, dirección de correo electrónico y si fuera 
aplicable oficina para recibir notificaciones, del solicitante o su mandatario. 

d) La identificación del taxón botánico (nombre científico y nombre común) de la variedad. 
e) La denominación propuesta para la variedad con indicación de si se trata de una 

denominación de fantasía o en forma de código. 
f)  El tipo, los progenitores, el origen geográfico, la genealogía y el método genotécnico 

de obtención de la variedad. 
g) La información, si la hubiere, sobre la comercialización de la variedad a efectos de 

verificar el requisito de novedad contenido en el artículo 13 de la Ley. 
h) Indicar si la variedad es un organismo genéticamente modificado o una variedad 

esencialmente derivada o si requiere el uso repetido de una variedad. 
i)  Un informe técnico con las características descriptivas de la variedad, basado en las 

guías técnicas o normas expedidas por la Oficina. O por UPOV. Así como indicar variedades 
similares y diferencias respecto de esas variedades. 

j)  Procedimiento para la conservación de la variedad. 
k) Información si la variedad se encuentra solicitada o inscrita en otros registros como 

variedad protegida o comercial con indicación de su denominación. 
            En caso necesario, y por razones excepcionales e imprescindibles, la Oficina podrá requerir 
del solicitante información adicional para verificar los datos contemplados en la solicitud. 
            La solicitud deberá ir acompañada de los siguientes documentos: 
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1. Tratándose de una solicitud presentada por un mandatario, el mandato autenticado como 
formalidad mínima. 

2. En el caso de un mandatario, causahabiente o cesionario, un documento fehaciente que 
lo acredite como tal. 

3. Un informe técnico con las características descriptivas de la variedad, basado en las guías 
técnicas o normas expedidas por la Oficina o por UPOV. 

4. Un informe técnico que describa el proceso de verificación de las características del 
distintibilidad, homogeneidad y estabilidad de la variedad a proteger realizado por el obtentor. 

5. El comprobante del pago de la tasa de la solicitud. 
6. Una muestra representativa de semilla de la variedad a proteger. 

 
            Artículo 8º-Confidencialidad. El solicitante deberá indicar en la solicitud los actos, datos y 
documentos que deben mantenerse en confidencialidad, siempre y cuando esta información se 
califique como información de carácter confidencial de conformidad con lo establecido en la Ley y 
este reglamento. A esta información solo tendrá acceso el funcionario de la Oficina Nacional de 
Semillas a cargo de la custodia, análisis y revisión de la misma, y personas autorizadas. No obstante 
la genealogía de la variedad tendrá de oficio el carácter de confidencial. 
 
            Artículo 9º-Prioridad. Cuando se reclame una prioridad de una solicitud presentada 
previamente en el extranjero el gestionante deberá incluirla en el documento de solicitud nacional 
junto con la siguiente información: 

1. País o países en los cuales se ha solicitado la protección. 
2. Números de solicitud correspondientes. 
3. Fecha de presentación. 
4. La denominación bajo la cual la variedad ha sido solicitada o registrada. 

            El solicitante que reclame una prioridad sobre una presentación en el extranjero tendrá un 
plazo de tres meses contados a partir de la fecha de presentación en Costa Rica para presentar una 
copia de los documentos que constituyen la primera solicitud. Si la solicitud presentada en el 
extranjero es rechazada quedará sin efecto la fecha de prioridad debiendo seguirse el trámite con la 
fecha de presentación en Costa Rica. 
 
            Artículo 10.-Idioma español. Tanto la solicitud como los documentos que se le adjunten 
vendrán redactados en el idioma español. En el caso de documentos en otro idioma se deberá 
adjuntar el documento original y una traducción al español realizada por una persona conocedora 
de los términos técnicos aplicables o bien, por un traductor oficial debidamente acreditado ante el 
Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto. Esta traducción estará sujeta a verificación por parte de 
la Oficina, la cual podrá pedir al solicitante aclaraciones o modificaciones en caso de considerarlo 
necesario. 
 

CAPÍTULO IV 
Trámite de la solicitud 

 
            Artículo 11.-Examen de forma de la solicitud. 

1. Al admitirse la solicitud se le asignará un número de presentación y se consignará la fecha 
de presentación y el número de la solicitud en cada uno de sus folios y en los documentos que 
se adjunten. La Oficina llevará un Registro de solicitudes donde se asentarán estos datos por 
estricto orden de ingreso. 

2. La Oficina examinará la solicitud en cuanto a la forma, para comprobar que contiene todos 
sus elementos. 

3. Si la solicitud es claramente inadmisible, los documentos que constituyan la solicitud 
serán devueltos al solicitante y la tasa de solicitud le será reembolsada en un 50%. 

4. Si la solicitud está incompleta o no es conforme, la Oficina pedirá al solicitante que la 
corrija en un plazo de 30 días hábiles contados a partir de la fecha de recepción de la 
notificación. Toda solicitud que no haya sido corregida en el plazo concedido será archivada 
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mediante una resolución que se notificará al solicitante. Si la solicitud es archivada por 
omisiones de forma no habrá derecho al reembolso de las tasas pagadas. 

 
            Artículo 12.-Retiro de la solicitud. El solicitante podrá retirar la solicitud mediante una 
manifestación por escrito dirigida a la Oficina. Si el retiro se tramita antes de la publicación tendrá 
derecho al reembolso del 50% de las tasas que se hubieren pagado. 
 
            Artículo 13.-Publicación. Una vez cumplidos los requisitos de forma, la solicitud será objeto 
de publicación por una vez en el Diario Oficial La Gaceta y en un diario de circulación nacional. El 
anuncio será gestionado y pagado por el solicitante. El solicitante deberá aportar al expediente copia 
del comprobante de pago de la publicación así como una copia de la misma. El aviso de divulgación 
de la solicitud será redactado por la Oficina y contendrá la siguiente información: 

a) El nombre, domicilio y calidades del solicitante. 
b) El nombre domicilio y calidades del mandatario, si lo hubiere. 
c) El número y fecha de la solicitud. 
d) El taxón botánico. 
e) Una breve descripción de la variedad. 
f)  La denominación de la variedad. 
g) Plazo para presentar oposiciones. 

 
            Artículo 14.-Oposición. Una vez publicada la solicitud, cualquiera que estime que no se 
debería otorgar el certificado de obtentor al solicitante podrá presentar a la Oficina, en el plazo de 
dos meses contados a partir de la fecha de publicación, la oposición. Esta, deberá estar debidamente 
fundamentada y acompañada de las pruebas correspondientes. 
            En el caso que se presente una oposición, la Oficina lo comunicará al solicitante para que 
pueda responder a los alegatos en un plazo de treinta días posteriores a su notificación. 
            Transcurrido el plazo para presentar oposiciones sin haberlas interpuesto o para responder 
los alegatos se procederá al examen de fondo. En la resolución de rechazo o admisión la Oficina 
resolverá la oposición. 
 
            Artículo 15.-Escrito de oposición. El escrito de oposición contendrá al menos la siguiente 
información: 

a) El nombre, domicilio y calidades del opositor. 
b) El nombre, domicilio y calidades del mandatario, si lo hubiere. 
c) Dirección exacta, números de teléfono y fax, dirección de correo electrónico y si fuera 

aplicable oficina para recibir notificaciones, del oponente o su mandatario. 
d) El número y fecha de presentación de la solicitud objeto de la oposición. 
e) Los fundamentos de la oposición y las pruebas respectivas. 
f)  Firma del oponente. 
g) El comprobante de pago de la tasa de oposición. 
h) Señalamiento de una oficina en el territorio nacional o fax para notificaciones. 

 
            Artículo 16.-Examen de fondo de la variedad. La Oficina examinará la solicitud en cuanto 
a su fondo a fin de comprobar, sobre la base de las informaciones suministradas en la solicitud, que 
la variedad es nueva y que se cumplen los requisitos estipulados en la Ley y el reglamento. 
            Si el examen revela un obstáculo para la concesión del derecho de obtentor, la solicitud será 
rechazada. Esta decisión puede ser objeto de recurso en virtud del artículo 35 del presente 
Reglamento. 
            Sin embargo, si el examen de fondo de la variedad revela que la denominación propuesta 
no es utilizable se procederá de conformidad con lo indicado en el párrafo final del artículo 20. 
 
            Artículo 17.-Verificación técnica de la variedad. La Oficina verificará los datos aportados 
por el solicitante a efecto de: 

a) Comprobar que la variedad pertenece al taxón botánico anunciado. 



 

40 
 

b) Determinar que la variedad es distinta, homogénea y estable. 
c) Cuando se haya comprobado que la variedad cumple las mencionadas condiciones, 

establecer la descripción oficial de la variedad. 
 
            Artículo 18.-Concesión del derecho de obtentor. 

1. La oficina declarará, mediante Resolución debidamente razonada, la concesión o rechazo 
del derecho de obtentor. 

2. La Oficina concederá el derecho de obtentor cuando, como resultado del examen técnico 
de la variedad, compruebe que la variedad cumple con las condiciones previstas en la Ley y 
este Reglamento y que el solicitante ha satisfecho los demás requisitos. 

3. Si la novedad de la variedad está comprometida por una solicitud en trámite anterior, la 
Oficina suspenderá el procedimiento hasta tanto no se resuelva la solicitud anterior. 

4. El derecho de obtentor se inscribirá en el Registro de Variedades Protegidas anotándose 
ordenadamente según la fecha en que se ha concedido. 

5. El asiento de inscripción contendrá la siguiente información: 
a) Nombre completo y calidades del titular 
b) Nombre vulgar o común y el científico del género y especie de que se trate 
c) Denominación y número de registro 
d) Fecha de expedición del derecho 
e) Fecha de conclusión de la vigencia del derecho sin perjuicio de que el derecho expire 

por las causales contempladas en los artículos 36 y 37 de este Reglamento. 
6. También se anotarán en el registro las resoluciones relativas al dominio del certificado y 

cualquier otra que afecten al titular o al derecho. 
7. La Oficina expedirá al interesado una constancia de expedición del certificado de obtentor. 

            Artículo 19.-Protección provisional. La indemnización por daños y perjuicios a que tiene 
derecho el titular, con base en el artículo 9 de la ley, deberá ser reclamada en la vía jurisdiccional 
una vez concedido el certificado de obtentor. 
 
            Artículo 20.-De la denominación. La variedad será designada por una denominación que 
tiene como propósito ser su designación genérica y deberá permitir identificarla. Para efectos de la 
denominación de la variedad, el solicitante deberá aportar una declaración jurada indicando que 
ningún derecho relacionado con esa denominación obstaculizará el uso libre de la denominación en 
relación con la variedad. Si se determina la existencia de tal derecho, ya sea anterior o posterior a 
la concesión del título de obtentor, la Oficina indicará mediante apercibimiento por escrito, al 
solicitante o al titular, la obligación de cambiar la denominación en un plazo de quince días hábiles. 
 
            Artículo 21.-Producto de la cosecha. Se requiere la autorización del titular del derecho para 
la reproducción, la multiplicación, producción, preparación para esos fines, oferta en venta, venta o 
cualquier otra comercialización, exportación o importación, así como posesión de la semilla de la 
variedad protegida; realizados respecto del producto de la cosecha, incluidas las plantas enteras y 
partes de plantas; obtenidas por utilización no autorizada de la semilla de la variedad protegida. 
            Se entenderá que el titular de un derecho de obtención vegetal podrá ejercer sus derechos 
sobre los productos de la cosecha: 

a) Cuando pueda demostrar ya sea con prueba documental o con pruebas técnicas 
fehacientes que el producto de la cosecha proviene de material de su variedad protegida. 

b) Cuando se demuestre que existe uso no autorizado pues el material no procede de 
material de reproducción debidamente controlado por los servicios oficiales o hubiese sido 
producido sin la respectiva licencia de explotación. 

 
            Artículo 22.-Ejercicio razonable del derecho. Para estos efectos y los del artículo 18 de la 
Ley se entenderá que un obtentor no ha podido ejercer razonablemente su derecho cuando 
desconocía las actuaciones efectuadas por terceros -personas físicas o jurídicas-; con el material de 
reproducción o multiplicación respecto a la reproducción, la multiplicación, producción, preparación 
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para esos fines, oferta en venta, venta o cualquier otra comercialización, exportación o importación, 
así como posesión de la semilla de la variedad protegida. 
            Una vez conocidas estas actuaciones para acogerse a la protección brindada por el artículo 
18 de la Ley, el obtentor deberá haber realizado previamente las acciones necesarias para ejercer 
su derecho. Solamente al demostrarse imposibles estas actuaciones podrá el obtentor intentar 
ejercer su derecho sobre el producto de la cosecha. 
 
            Artículo 23.-Responsabilidad. El hecho de que el obtentor no haya ejercido razonablemente 
su derecho no exime de las responsabilidades a que hubiera lugar en contra de aquél o aquellas 
personas físicas o jurídicas que iniciaron la producción o la multiplicación de material de su variedad 
sin su autorización. 
 
            Artículo 24.-Publicación oficial. La Oficina publicará regularmente en un boletín creado al 
efecto, la siguiente información: 

a) Los títulos de obtentor vegetal otorgados. 
b) Las denominaciones aprobadas. 

 
CAPÍTULO V 

De las excepciones 
 
            Artículo 25.-Excepciones al derecho del obtentor. 

1. El derecho de obtentor no se extenderá: 
a) A los actos realizados en un marco privado con fines no comerciales ni de lucro; tales 

como siembras para autoconsumo familiar o a nivel aficionado. 
b) A los actos realizados con fines experimentales, de investigación científica y de 

docencia. 
c) Los ejecutados para fines de la creación de nuevas variedades excepto cuando las 

nuevas variedades sean esencialmente derivadas de la variedad protegida, no se distingan 
claramente de la variedad protegida o sean variedades cuya producción necesite el empleo 
repetido de la variedad protegida. 

 
            Artículo 26.-Excepción al derecho para el agricultor. A efectos de implementar las 
disposiciones de los artículos 1 y 23 de la ley, con el fin de salvaguardar los legítimos intereses de 
los obtentores y contar con una excepción al derecho del agricultor dentro de los límites razonables 
se considerará que no lesiona el derecho del obtentor, el pequeño o mediano agricultor que reserve 
y siembre en su propia explotación una variedad protegida o una cubierta por el inciso 18 c) de la 
Ley, adquiridas legítimamente. 
 
            Artículo 27.-Pequeño o mediano agricultor. Para los efectos del presente Reglamento se 
considerarán pequeños y medianos agricultores quienes cumplan las siguientes condiciones: 

a) Su dedicación a la producción agrícola es mayor a un 75% de su tiempo. 
b) Las labores de producción son ejecutadas en forma personal o con la colaboración de 

miembros de su familia, pudiendo contratar únicamente mano de obra ocasional para algunas 
labores específicas. 

c) Su razonabilidad socioeconómica está orientada fundamentalmente a garantizar la 
sostenibilidad del núcleo familiar. 

d) Sus ingresos brutos anuales producto de su explotación agrícola no deben ser superiores 
al monto devengado anualmente por un trabajador calificado genérico de acuerdo con la escala 
oficial de salarios vigente. 

 
            Artículo 28.-Copias certificadas. A pedido de cualquier interesado y previo pago de la tasa 
respectiva, la Oficina podrá expedir copias certificadas de los asientos e inscripciones que consten 
en el Registro, así como certificaciones de existencia o de no inscripción de una variedad. 
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            Artículo 29.-Rectificaciones. La Oficina podrá rectificar el contenido de las inscripciones que 
consten en los libros del Registro, siempre que haya errores de forma relativos a los documentos 
registrables. 
 

CAPÍTULO VI 
De las tasas 

 
            Artículo 30.-Tasas. 

1. Los actos administrativos de la Oficina para la aplicación de este reglamento tienen un 
costo el cual será establecido por la Oficina Nacional de Semillas de conformidad con lo 
establecido en la Ley. Los costos respectivos serán para los siguientes servicios: 

a) Tramitación y resolución de solicitudes del certificado de obtentor vegetal. 
b) Reivindicación de la prioridad. 
c) Realización del examen técnico. 
d) Concesión del certificado de obtentor vegetal. 
e) Mantenimiento anual de los derechos del obtentor en vigencia. La tasa deberá pagarse 

al comienzo de cada año, durante todo el periodo de protección. La fecha límite de 
cancelación será el 31 de enero de cada año. 

f)  Registro de las licencias de explotación. 
g) Prestación de servicios administrativos. 

2. Cuando la Oficina haya convenido que la realización del examen técnico se realice por 
algún organismo nacional o extranjero técnicamente calificado, el costo a pagar por la 
realización del examen técnico será en estos casos el importe que deba abonar la Oficina al 
organismo o personas que realicen el examen, incluyendo el monto del costo real de los gastos 
realizados por la Oficina para todos los trámites administrativos necesarios. 

 
CAPÍTULO VII 
Mantenimiento 

 
            Artículo 31.-Mantenimiento de la variedad. 

1.-    El titular deberá conservar y mantener la variedad protegida o, cuando proceda, sus 
componentes hereditarios, mientras esté vigente el derecho de obtentor. 

2.-    A petición de la Oficina, el titular deberá presentar a ésta y a cualquier institución o ente 
por ella designada, en el plazo fijado, la información, los documentos o el material que se 
consideren necesarios para el control del mantenimiento de la variedad. 

 
            Artículo 32.-Control del mantenimiento de la variedad. 

1.-    La Oficina se encargará de controlar que la variedad y, cuando proceda, sus 
componentes hereditarios, se mantengan durante todo el período de protección. 

2.-    Cuando haya indicios, con base en criterios técnicos de que la variedad no está siendo 
mantenida y que esos indicios no se disipen mediante la información y los documentos 
presentados por el titular de conformidad con el artículo 7 de este reglamento, la Oficina 
ordenará un control del mantenimiento de la variedad y fijará sus modalidades. El control 
incluirá ensayos en cultivo u otros ensayos en los que el material suministrado por el titular se 
comparará a la descripción oficial o a la muestra oficial de la variedad. 

3.-    Cuando el control sugiera que el titular no ha mantenido la variedad se procederá a la 
cancelación del derecho de obtentor de acuerdo con el artículo 37 de este reglamento. 

 
            Artículo 33.-Suministro de muestras. A petición de la Oficina, el titular deberá suministrar 
a ésta o a cualquier institución o ente por ella designada, en el plazo fijado, muestras apropiadas de 
la variedad protegida o, cuando proceda, de sus componentes hereditarios a los efectos de: 

a) Constituir o renovar la muestra oficial de la variedad, o bien; 
b) Efectuar el examen comparativo de las variedades con fines de protección. 

            A petición de la Oficina, el titular mantendrá o preservará la muestra oficial. 
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            Artículo 34.-Visitas de verificación. Para ejercer las potestades que le confieren la Ley y 
este Reglamento y corroborar o comprobar el cumplimiento de éstas, la Oficina directamente o a 
través de alguna delegación, podrá ordenar y practicar visitas de verificación en todo tiempo y lugar. 
 

CAPÍTULO VIII 
Recursos 

 
            Artículo 35.-Recursos. Las resoluciones que dicte la Oficina, en uso de las atribuciones que 
le confieren este reglamento y la Ley, podrán ser recurridas mediante un Recurso de Revocatoria 
ante la misma Oficina presentado en un plazo de tres días cuando se trate del acto final y de 24 
horas en los demás casos de conformidad con lo establecido en la Ley General de la Administración 
Pública, y serán apelables por el interesado dentro del tercer día ante el Ministro de Agricultura y 
Ganadería. 
 
            Artículo 36.-Nulidades. La Oficina, a petición de cualquier persona con un interés legítimo, 
declarará nulo un certificado de obtentor vegetal en las siguientes situaciones: 

a) Cuando no se cumplieran las condiciones de novedad y distinción, según la ley en el 
momento del otorgamiento del derecho. 

b) Cuando la variedad no era homogénea o estable cuando se concedió el derecho de 
obtentor, según las informaciones y los documentos proporcionados por el solicitante. 

c) Cuando el certificado de obtentor se le hubiere conferido a una persona que no calificara 
como tal. 

            Todo derecho de obtentor declarado nulo se considerará como no concedido. 
 
            Artículo 37.-Cancelaciones. La Oficina cancelará el derecho si: 

a) Las condiciones de homogeneidad y estabilidad no se cumplen más en la variedad. 
b) El titular no responde a la solicitud de la Oficina con el fin de efectuar un control del 

mantenimiento de la variedad. 
c) El titular no pague las tasas correspondientes. 
d) La Oficina previene cancelar la denominación de la variedad y el titular no propone en el 

plazo concedido otra denominación que convenga. 
            Sólo podrá declararse la cancelación tras el requerimiento hecho al titular con el fin de que 
éste cumpla la obligación que se le impone en un plazo de seis meses, contados a partir de la 
notificación. 
            La cancelación se anotará en el Registro de Variedades Protegidas y se publicará una sola 
vez, por parte de la Oficina en el Diario Oficial La Gaceta y en un diario de circulación nacional. 
 
            Artículo 38.-Formalidades para la presentación de una declaración de renuncia. 

1. El escrito de declaración de renuncia deberá ser presentado ante la Oficina y deberá 
contener al menos la siguiente información: 

a) Nombre del titular. 
b) Fecha de otorgamiento del certificado de obtentor y número de registro. 
c) Una declaración de renuncia. 

2. La renuncia del titular del certificado de obtentor no afectará las obligaciones de las partes 
pendientes de liquidar, ni los contratos, o procesos judiciales relacionados con el certificado o 
las licencias otorgadas mediante este. La existencia de licencias obligatorias por interés público 
no impedirá la renuncia del titular. 

            Artículo 39.-Extinción del derecho. La extinción del derecho de obtentor por cualquier 
causa, conllevará la cancelación del certificado de obtentor vegetal en el Registro de variedades 
protegidas y la entrada de la variedad en el dominio público, sin perjuicio de las responsabilidades 
que se hubiesen podido derivar durante su vigencia. 
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CAPÍTULO IX 
Licencias 

 
            Artículo 40.-Inscripción de licencias contractuales. La Oficina creará dentro del Registro 
de variedades protegidas, un Registro de licencias de explotación a efecto de que los titulares de 
certificados de obtentor que hayan concedido licencias a terceros las inscriban. El asiento contendrá 
la siguiente información: el nombre del titular del certificado de obtentor, el del licenciante y el 
licenciatario, la especie y variedad objeto de la licencia, el número de inscripción de esa variedad. 
Para el registro de las licencias se deberá aportar una solicitud de inscripción de licencia con esta 
información. 
 
            Artículo 41.-Condiciones para otorgar una licencia obligatoria y procedimientos. 

1. Para los efectos del artículo 29 de la Ley se considerará que hay una razón calificada de 
interés público cuando exista una emergencia o cuando la explotación de una variedad se 
considere indispensable para satisfacer las necesidades básicas de un sector en la población 
y exista deficiencia en la oferta o abasto. 

2. El Presidente de la República, a instancias del Ministerio de Agricultura y Ganadería 
otorgará la licencia obligatoria a una o varias entidades estatales o a una o varias personas 
físicas o jurídicas del sector privado, dependiendo de la gravedad de la situación, por medio 
de un Decreto Ejecutivo que detallará las condiciones bajo las cuales se otorga la licencia. 

3. Cualquier persona que considere necesario que se otorgue una licencia obligatoria 
porque se cumplen las condiciones para ese efecto que establecen la Ley y este Reglamento, 
podrá iniciar el proceso de concesión ante la Oficina con su respectiva justificación. La Oficina 
sustanciará la solicitud y la elevará al Ministerio de Agricultura para su trámite. 

4. En caso de que el Ministerio de Agricultura y Ganadería efectivamente considere 
necesario otorgar una licencia obligatoria a una o varias personas físicas o jurídicas del sector 
privado solicitará a la Oficina la publicación de una oferta pública para que se presenten 
interesados en la licencia. 

5. El Poder Ejecutivo tomará en cuenta además los siguientes aspectos en la decisión para 
el otorgamiento de una licencia obligatoria: 

a) Que se determine que imperan circunstancias extraordinarias que afectan la 
satisfacción de necesidades básicas en cualquier sector de la población y que se determine 
que esas circunstancias podrían verse resueltas en parte mediante la explotación de una o 
más variedades vegetales protegidas. 

b) Que hayan transcurrido por lo menos tres años desde la fecha de la concesión del 
derecho de obtentor. 

c) Que se haya notificado previamente al obtentor y que éste no haya mostrado interés 
fehaciente o se encuentre imposibilitado de cubrir la emergencia o la situación de oferta o 
desabastecimiento en las condiciones establecidas por el Ministerio de Agricultura y 
Ganadería. 
6. La licencia obligatoria se concederá por un plazo determinado, previo el cumplimiento de 

los requisitos que la Oficina señale en las convocatorias de oferta pública entre los que se 
deberá prever el pago de una compensación a cargo del licenciatario y a favor del titular de la 
variedad vegetal o su causahabiente. 

 7. La licencia obligatoria conferirá a su beneficiario el derecho no exclusivo de realizar 
todos, o algunos, dependiendo de lo que establezca el decreto respectivo, de los actos 
cubiertos por el artículo 18 de la Ley por razones de utilidad pública. 

8. El Poder Ejecutivo podrá exigir al titular que ponga a disposición del beneficiario de la 
licencia obligatoria la cantidad de material de reproducción o de multiplicación que sea 
necesaria para una utilización razonable de la licencia obligatoria, siempre y cuando se realice 
el pago de una remuneración adecuada. 

9. La licencia podrá prorrogarse si se considera, sobre la base de un nuevo proceso donde 
se verifiquen todos estos requerimientos, que persisten las condiciones necesarias para la 
concesión de la licencia, pasada la primera fecha de expiración. 
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10.   El Poder Ejecutivo retirará la licencia obligatoria si su beneficiario viola las condiciones 
en las que fue concedida. 

11.   El obtentor conservará siempre su derecho de continuar explotando y aprovechando la 
variedad. 

12.   Si durante la vigencia de la licencia obligatoria la variedad vegetal objeto de la misma 
pasa al dominio público, a partir de esta última fecha el licenciatario no tendrá obligación de 
pagar al obtentor o sus causahabientes la compensación establecida en la licencia. 

 
            Artículo 42.-Contenido de la licencia obligatoria. El decreto ejecutivo de concesión de la 
licencia obligatoria contendrá como mínimo los siguientes requisitos: 

a) El nombre completo del licenciatario. 
b) Los nombres completos del obtentor o de sus causahabientes. 
c) La denominación y número de registro de la variedad vegetal. 
d) El monto de la compensación en favor del obtentor o de sus causahabientes. 
e) Derechos, obligaciones y restricciones del licenciatario. 
f)  La mención de que la licencia no será exclusiva, no podrá transmitirse, ni subrogarse bajo 

ningún supuesto. 
g) El término de su vigencia. 

 
CAPÍTULO X 

Registros 
 
            Artículo 43.-Registros. Conservación de expedientes. 

1. La Oficina mantendrá un Registro de solicitudes y un Registro de Variedades Protegidas. 
Los registros serán públicos salvo aquellas partes del expediente que hayan sido declaradas 
confidenciales. 

2. Toda persona que tenga un interés formal podrá, en las instalaciones de la Oficina y 
durante el horario que al efecto se establecerá: 

a) Consultar los documentos relativos a la solicitud una vez que haya sido publicada; 
b) Consultar los documentos relativos a un derecho de obtentor ya concedido. 

3. En el caso de información que haya sido declarada confidencial por el solicitante esta se 
eximirá de las medidas de publicidad por lo que dicha información no podrá ser consultada. 

4. La Oficina conservará los elementos de los expedientes, los originales o las 
reproducciones, durante un plazo de cinco años a partir de la fecha de retiro o de rechazo de 
la solicitud, o si es del caso, de la fecha de extinción del derecho de obtentor. 

 
            Artículo 44.-Vigencia. Rige a partir de su publicación. 
  
            Dado en la Presidencia de la República.- San José, a los diecinueve días del mes de 
noviembre del año dos mil nueve. 
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2. Capítulo V de la Ley de Biodiversidad 
 
Se transcribe el “Capítulo V Acceso a los elementos genéticos y bioquímicos y 
protección del conocimiento asociado” de la Ley de Biodiversidad 61: 

 
“CAPÍTULO V 

ACCESO A LOS ELEMENTOS GENÉTICOS Y BIOQUÍMICOS Y PROTECCIÓN DEL 
CONOCIMIENTO ASOCIADO 

 
SECCIÓN I 

NORMAS GENERALES 
 
ARTÍCULO 62.- Competencia. Corresponde a la Comisión proponer las políticas de acceso sobre 
los elementos genéticos y bioquímicos de la biodiversidad ex situ e in situ. Actuará como órgano de 
consulta obligatoria en los procedimientos de solicitud de protección de los derechos intelectuales 
sobre la biodiversidad. Las disposiciones que sobre esta materia acuerde constituirán las normas 
generales para el acceso a los elementos genéticos y bioquímicos y para la protección de los 
derechos intelectuales sobre la biodiversidad, a las que deberán someterse la administración y los 
particulares interesados. Para ser eficaces frente a terceros deben ser publicadas previamente en 
La Gaceta. 
 
ARTÍCULO 63.- Requisitos básicos para el acceso. Los requisitos básicos para el acceso serán: 
1.- El consentimiento previamente informado de los representantes del lugar donde se materializa el 
acceso, sean los consejos regionales de Áreas de Conservación, los dueños de fincas o las 
autoridades indígenas, cuando sea en sus territorios.  
2.- El refrendo de dicho consentimiento previamente informado, de la Oficina Técnica de la Comisión. 
3.- Los términos de transferencia de tecnología y distribución equitativa de beneficios, cuando los 
haya, acordados en los permisos, convenios y concesiones, así como el tipo de protección del 
conocimiento asociado que exijan los representantes del lugar donde se materializa el acceso.  
4.-La definición de los modos en los que dichas actividades contribuirán a la conservación de las 
especies y los ecosistemas.  
5.-La designación de un representante legal residente en el país, cuando se trate de personas físicas 
o jurídicas domiciliadas en el extranjero. 
 
ARTÍCULO 64.- Procedimiento. Mediante procedimiento formal registrado en expediente oficial, la 
Oficina Técnica de la Comisión tramitará todas las gestiones que realice en virtud de las 
competencias indicadas en este título. Cuando el acto final del procedimiento pueda otorgar a 
particulares derechos sobre elementos de la biodiversidad bajo dominio público o pueda causar 
perjuicio grave a particulares, sea imponiéndoles obligaciones, suprimiéndoles o denegándoles 
derechos subjetivos o por cualquier otra forma que lesione grave y directamente derechos legítimos, 
el asunto deberá tramitarse mediante el procedimiento ordinario establecido por la Ley General de 
la Administración Pública, salvo en lo relativo a los recursos, en lo que se aplicará lo dispuesto en el 
inciso f) del artículo 14 de esta ley. De igual forma se procederá cuando durante la instrucción, surja 
contradicción o concurso de interesados frente a la Administración. Para todos los demás casos, la 
Oficina Técnica seguirá un procedimiento sumario. 
 
ARTÍCULO 65.- Consentimiento previamente informado. La Oficina Técnica deberá prevenir a los 
interesados de que, con la solicitud para los distintos tipos de acceso a elementos de la biodiversidad, 
deberán adjuntar el consentimiento previamente informado, otorgado por el propietario del fundo 

                                            
61 Ley N°7788 del 30 de abril de 1998. Fecha de generación: 22/09/2022 06:16:50 p.m. 
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donde se desarrollará la actividad o, por la autoridad de la comunidad indígena cuando sea en sus 
territorios y el Director del Área de Conservación. 
 
ARTÍCULO 66.- Derecho a la objeción cultural. Reconócese el derecho a que las comunidades 
locales y los pueblos indígenas se opongan al acceso a sus recursos y al conocimiento asociado, 
por motivos culturales, espirituales, sociales, económicos o de otra índole. 
 
ARTÍCULO 67.- Registro de derechos de acceso sobre elementos genéticos y bioquímicos. La 
Oficina Técnica de la Comisión organizará y mantendrá permanentemente actualizado un Registro 
de derechos de acceso a elementos genéticos y bioquímicos. El Director de la Oficina Técnica de la 
Comisión será, a su vez, Director del Registro y funcionario responsable de la custodia y autenticidad 
de la información registrada. La información registrada será de carácter público, excepto los secretos 
industriales, que deberán ser protegidos por el Registro, salvo que razones de bioseguridad obliguen 
a darles publicidad. 
 
ARTÍCULO 68.- Regla general de interpretación. Sin perjuicio del cumplimiento de las disposiciones 
relativas al comercio de especies de flora y fauna en vías de extinción, de la aplicación de medidas 
sanitarias y fitosanitarias, normas técnicas y de bioseguridad, lo dispuesto en este título no constituirá 
restricción encubierta ni obstáculo para el comercio. Cualquier interpretación en sentido contrario 
será declarada nula por la autoridad administrativa o judicial, según corresponda. 
 

SECCIÓN II 
PERMISOS DE ACCESO A LOS ELEMENTOS DE LA BIODIVERSIDAD 

 
ARTÍCULO 69.- Permiso de acceso para la investigación o bioprospección. Todo programa de 
investigación o bioprospección sobre material genético o bioquímico de la biodiversidad que 
pretenda realizarse en el territorio costarricense, requiere un permiso de acceso. Para las 
colecciones ex situ debidamente registradas, el reglamento de esta ley fijará el procedimiento de 
autorización del respectivo permiso. 
 
ARTÍCULO 70.- Plazo, límites subjetivos, elementos y territorio. El permiso de acceso indicado en el 
artículo anterior se establecerá por un plazo máximo de tres años, prorrogables a juicio de la Oficina 
Técnica de la Comisión. Dichos permisos se otorgan a un investigador o centro de investigación, son 
personales e intransmisibles, están limitados materialmente a los elementos genéticos o bioquímicos 
autorizados y sólo podrán ser utilizados en el área o territorio que expresamente se indique en ellos. 
 
ARTÍCULO 71.- Características y condiciones. Los permisos de acceso para la investigación o 
bioprospección no otorgan derechos ni acciones ni los delegan, solamente permite realizar tales 
actividades sobre elementos de la biodiversidad previamente establecidos. En ellos se estipularán 
claramente: el certificado de origen, la posibilidad o la prohibición para extraer o exportar muestras 
o, en su defecto, su duplicación y depósito; los informes periódicos, la verificación y el control, la 
publicidad y propiedad de los resultados, así como cualquier otra condición que, dadas las reglas de 
la ciencia y de la técnica aplicables, sean necesarias a juicio de la Oficina Técnica de la Comisión. 
Estos requisitos se determinarán en forma diferente para las investigaciones sin fines comerciales 
respecto de las que no lo son; pero en el caso de las primeras, deberá comprobarse fehacientemente 
que no existe interés de lucro. 
 
ARTÍCULO 72.- Requisitos de la solicitud. Toda solicitud deberá dirigirse a la Oficina Técnica de la 
Comisión y deberá contener los siguientes requisitos: 
1.- Nombre e identificación completa del gestionante interesado. Si no es el propio interesado, deberá 
indicar los datos de identificación del titular y el poder bajo la cual gestiona.  
2.- Nombre e identificación completa del profesional o el investigador responsable.  
3.- Ubicación exacta del lugar y los elementos que serán objeto de investigación, con indicación del 
propietario, el administrador o el poseedor del inmueble.  
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4.-Un cronograma descriptivo de los alcances de la investigación y los posibles impactos 
ambientales.  
5.- Objetivos y finalidad que persigue.  
6.- Manifestación de que la declaración anterior ha sido hecha bajo juramento.  
7.- Lugar para notificaciones en el perímetro del domicilio de la Oficina Técnica de la Comisión. 
La solicitud debe acompañarse del consentimiento previamente informado, otorgado por quien 
corresponda, según el artículo 65 anterior. 
 
ARTÍCULO 73.- Registro voluntario de personas físicas o jurídicas en actividades de bioprospección. 
Las personas físicas o jurídicas que deseen realizar actividades de bioprospección, deberán 
inscribirse previamente en el Registro de la Comisión. Este acto no otorga derechos para efectuar 
actividades específicas de bioprospección. 
 
ARTÍCULO 74.- Autorización de convenios y contratos. La Oficina Técnica de la Comisión, autorizará 
los convenios y contratos suscritos entre particulares, nacionales o extranjeros, o entre ellos y las 
instituciones registradas para el efecto, si contemplaren acceso al uso de los elementos genéticos y 
bioquímicos de la biodiversidad costarricense. Para tramitarlos y aprobarlos, deberán cumplir con lo 
estipulado en los artículos 69, 70 y 71. Las universidades públicas y otros centros debidamente 
registrados podrán suscribir en forma periódica convenios marco con la Comisión, para tramitar los 
permisos de acceso y los informes de operaciones. En estos casos, los representantes legales de 
las universidades o instituciones que se acojan a este beneficio, serán penal y civilmente 
responsables por el uso que se le dé. 
 
ARTÍCULO 75.- Concesión Cuando la Oficina Técnica autorice la utilización constante del material 
genético o de extractos bioquímicos con fines comerciales, se exigirá al interesado obtener una 
concesión para explotarlos; para ello, se aplicarán las Normas Generales que dicte la Comisión. 
 
ARTÍCULO 76.- Reglas generales para el acceso Además de los requisitos específicamente 
señalados en los artículos precedentes, en la resolución respectiva la Oficina Técnica, de 
conformidad con las Normas Generales de la Comisión, establecerá la obligación del interesado de 
depositar hasta un diez por ciento (10%) del presupuesto de investigación y hasta un cincuenta por 
ciento (50%) de las regalías que cobre, en favor del Sistema Nacional de Áreas de Conservación, el 
territorio indígena o el propietario privado proveedor de los elementos por accesar; además, 
determinará el monto que en cada caso deberán pagar los interesados por gastos de trámites, así 
como cualquier otro beneficio o transferencia de tecnología que forme parte del consentimiento 
previamente informado. 
 

SECCIÓN III 
PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE PROPIEDAD INTELECTUAL E INDUSTRIAL 

 
ARTÍCULO 77.- Reconocimiento de las formas de innovación El Estado reconoce la existencia y 
validez de las formas de conocimiento e innovación y la necesidad de protegerlas, mediante el uso 
de los mecanismos legales apropiados para cada caso específico. 
 
Artículo 78.-  Forma y límites de la protección 
El Estado otorgará la protección indicada en el artículo anterior, entre otras formas, mediante 
patentes, secretos comerciales, derechos del fitomejorador, derechos intelectuales comunitarios sui 
géneris, derechos de autor, derechos de los agricultores. 
 

Se exceptúan de la protección mediante patentes: 
1.-    Las secuencias de ácido desoxirribonucleico, nucleótidos y aminoácidos tal y como se 
encuentran en la naturaleza o secuencias de ácido desoxirribonucleico, nucleótidos y 
aminoácidos que no cumplan los requisitos de patentabilidad, tal como se establecen en la Ley 
N.º 6867, de 25 de abril de 1983, y sus reformas. 
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2.-    Las plantas y los animales. 
3.-    Los microorganismos tal y como se encuentran en la naturaleza. 
4.-    Los procedimientos esencialmente biológicos para la producción de plantas o animales, 
que no sean procedimientos no biológicos o microbiológicos. 
5.-    Los procesos o ciclos naturales en sí mismos. 
6.-    Las invenciones esencialmente derivadas del conocimiento asociado a prácticas 
biológicas tradicionales o culturales en dominio público. 
7.-    Las invenciones cuya explotación comercial deba impedirse necesariamente para 
proteger el orden público o la moralidad, o para proteger la salud o la vida de las personas o 
de los animales o para preservar los vegetales, o para evitar daños graves al medio ambiente. 

(Así reformado por el artículo 10 de la Ley N°8686 del 21 de noviembre de 2008) 
  
ARTÍCULO 79.- Congruencia del sistema de propiedad intelectual Los derechos de propiedad 
intelectual en las formas indicadas por el primer párrafo del artículo anterior, serán regulados por las 
legislaciones específicas de cada instituto. Sin embargo, las resoluciones que se tomen en materia 
de protección de la propiedad intelectual relacionada con la biodiversidad, deberán ser congruentes 
con los objetivos de esta ley, en aplicación del principio de integración. 
 
ARTÍCULO 80.- Consulta previa obligada Tanto la Oficina Nacional de Semillas como los Registros 
de Propiedad Intelectual y de Propiedad Industrial, obligatoriamente deberán consultar a la Oficina 
Técnica de la Comisión, antes de otorgar protección de propiedad intelectual o industrial a las 
innovaciones que involucren elementos de la biodiversidad. Siempre aportarán el certificado de 
origen emitido por la Oficina Técnica de la Comisión y el consentimiento previo. La oposición fundada 
de la Oficina Técnica impedirá registrar la patente o protección de la innovación. 
 
 Artículo 81.- Licencias 
En casos de emergencia nacional declarada, el Estado podrá emitir una licencia obligatoria de una 
patente que involucre elementos de la biodiversidad nacional, en beneficio de la colectividad, con el 
fin de resolver la emergencia, de conformidad con las disposiciones establecidas en la Ley N º 6867, 
de 25 de abril de 1983. 
 Como parte de la distribución justa y equitativa de beneficios derivados del acceso a los elementos 
y recursos de la biodiversidad nacional en favor de la colectividad, cada permiso, convenio o 
concesión para el acceso o uso de dichos elementos y recursos de la biodiversidad, deberá 
establecer que dichas licencias no estarán sujetas a ninguna remuneración o regalía para el titular 
del derecho. 
(Así reformado por el artículo 11 de la Ley N°8686 del 21 de noviembre de 2008) 
 
ARTÍCULO 82.- Los derechos intelectuales comunitarios sui géneris El Estado reconoce y protege 
expresamente, bajo el nombre común de derechos intelectuales comunitarios sui géneris, los 
conocimientos, las prácticas e innovaciones de los pueblos indígenas y las comunidades locales, 
relacionadas con el empleo de los elementos de la biodiversidad y el conocimiento asociado. Este 
derecho existe y se reconoce jurídicamente por la sola existencia de la práctica cultural o el 
conocimiento relacionado con los recursos genéticos y bioquímicos; no requiere declaración previa, 
reconocimiento expreso ni registro oficial; 
por tanto, puede comprender prácticas que en el futuro adquieran tal categoría. Este reconocimiento 
implica que ninguna de las formas de protección de los derechos de propiedad intelectual o industrial 
regulados en este capítulo, las leyes especiales y el Derecho Internacional afectarán tales prácticas 
históricas. 
 
ARTÍCULO 83.- Proceso participativo para determinar naturaleza y alcances de los derechos 
intelectuales comunitarios sui géneris Dentro de los dieciocho meses siguientes a la entrada en 
vigencia de esta ley, la Comisión, por medio de su Oficina Técnica y en asocio con la Mesa Indígena 
y la Mesa Campesina, deberá definir un proceso participativo con las comunidades indígenas y 
campesinas, para determinar la naturaleza, los alcances y requisitos de estos derechos para su 
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normación definitiva. La Comisión y las organizaciones involucradas dispondrán la forma, la 
metodología y los elementos básicos del proceso participativo. 
 
ARTÍCULO 84.- Determinación y registro de los derechos intelectuales comunitarios sui géneris 
Mediante el procedimiento indicado en el artículo anterior, se procederá a inventariar los derechos 
intelectuales comunitarios sui géneris específicos que las comunidades solicitan proteger, y se 
mantendrá abierta la posibilidad de que, en el futuro, se inscriban o reconozcan otros que reúnan las 
mismas características. El reconocimiento de esos derechos en el Registro de la Oficina Técnica de 
la Comisión, es voluntario y gratuito; deberá hacerse oficiosamente o a solicitud de los interesados, 
sin sujeción a formalidad alguna. La existencia de tal reconocimiento en el Registro obligará a la 
Oficina Técnica a contestar negativamente cualquier consulta relativa a reconocer derechos 
intelectuales o industriales sobre el mismo elemento o conocimiento. Tal denegación, siempre que 
sea debidamente fundada, podrá hacerse por el mismo motivo aun cuando el derecho sui géneris 
no esté inscrito oficialmente. 
 
ARTÍCULO 85.- Uso del derecho intelectual comunitario sui géneris Mediante el proceso participativo 
se determinará la forma en que el derecho intelectual comunitario sui géneris será utilizado y quien 
ejercerá su titularidad. Asimismo, identificará a los destinatarios de sus beneficios.” 

 
 
 
 
Elaborado por: ACMC  
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